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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO INTERIOR, NACIONALIDAD, CIUDADANÍA Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA PERFECCIONAR LA LEGISLACIÓN ELECTORAL VIGENTE Y FORTALECER LA DEMOCRACIA 
BOLETÍN N° 13.305-06

HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización pasa a informar el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, de origen en mensaje, en primer trámite constitucional y reglamentario.
Durante la tramitación del proyecto, la Comisión contó  con la asistencia y participación de las siguientes personas: 1) Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Monckeberg; jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de la SEGPRES, señor Máximo Pavez 2) Exministro Secretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y su jefe de gabinete, señor Gonzalo Arenas; 3) Del SERVEL: Presidente del Consejo Directivo, señor Patricio Santamaría; Director Nacional, señor Raúl García; Consejera, señora Juanita Gana; Subdirector de Partidos Políticos, señor Roberto Salim-Hanna; y  Secretario Abogado del Consejo, señor Álvaro Castañón; 4) Coordinadora de la División Jurídico-Legislativa de la SEGPRES, señora Constanza Onetto; 5) Representantes de varios partidos políticos, que se individualizan en el capítulo correspondiente de este informe; 6) Directora de Londres 38, Espacio de Memorias, señora Erika Hennings; 7) Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señora Lorena Pizarro.
I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS
Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se deja constancia de lo siguiente:
1) La idea matriz del proyecto es modernizar la normativa electoral en diversos aspectos, tales como la adecuación del Padrón Electoral y la utilización en forma preferente de medios electrónicos a efectos de publicar y notificar los actos del SERVEL. 
2) Normas de quórum especial


Son de rango orgánico constitucional las siguientes disposiciones del proyecto: 

-Los artículos 1, 2, 3 y 4, según el inciso primero del artículo 18 de la Carta Fundamental, y conforme a lo resuelto por el Tribunal Constitucional en las causas rol N°38, de 1986 (considerando 5), y N°53, de 1988 (considerandos 2, 3, 4 y 5);

-Los artículo 4 bis y 4 ter, de acuerdo con el inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política, y con la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en la causa rol N°43, de 1987 (considerandos 6 y 8). 

-El artículo 4 quater, de conformidad con el inciso primero del artículo 18 de la Constitución y, además, según lo resuelto por el Tribunal Constitucional en la causa rol N°376, de 2003 (considerando 13). 
3) Trámite de Hacienda

Los numerales 1), 2), 3), 5) y 6) del artículo 1; los numerales 1) y 2) del artículo 2; los numerales 1 a) nuevo,  1), 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3; el artículo 4; el numeral 1 a) y b) del artículo 4 ter; y el artículo segundo transitorio, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, porque tienen incidencia presupuestaria. 
4) La idea de legislar fue aprobada por unanimidad.  Participaron en la votación las diputadas señoras Daniella Cicardini, Marcela Hernando, Karin Luck, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y los diputados señores Andrés Longton, Andrés Molina y Renzo Trisotti. 
5) Se designó Diputado Informante titular al señor RAÚL SALDÍVAR.   
II.- ANTECEDENTES
El Mensaje
El 15 de noviembre de 2019, líderes y dirigentes de la gran mayoría de los partidos políticos con representación en el Congreso Nacional suscribieron el denominado “Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución”, según el cual las fuerzas políticas firmantes se comprometían a apoyar una modificación al Capítulo XV de la Constitución Política de la República, con la finalidad de permitir la convocatoria a un plebiscito nacional en el mes de abril de 2020, para que la ciudadanía decida si se aprueba o se rechaza una nueva Constitución, y el tipo de órgano que debiera redactarla.

A partir de dicho Acuerdo, se formó una Mesa Técnica encargada de elaborar la propuesta de reforma constitucional con el objeto de determinar todos aquellos aspectos indispensables para materializarlo. Dicha mesa entregó su propuesta el día 6 de diciembre del año 2019, la cual fue tramitada por el H. Congreso Nacional mediante la fusión de diversos proyectos (boletines N°11.173-07,  7.769-07, 10.014-07, 13.024-07, 12.630-07, 10.193-07 y 7.792-07), siendo despachada el día 19 del mismo mes al Presidente de la República para su promulgación, lo que se produjo a través de la ley Nº 21.200, que modifica el Capítulo XV de la Constitución Política de la República, y que fue publicada en el Diario Oficial el 24 de diciembre de 2019.

Esta reforma al Capítulo XV de la Constitución Política de la República contempla como hito fundamental un plebiscito nacional a realizarse el 26 de abril de 2020, en el que la ciudadanía dispondrá de dos cédulas electorales. La primera con la pregunta: “¿Quiere usted una Nueva Constitución?”, con las opciones “Apruebo” o “Rechazo”, y la segunda con la pregunta: “¿Qué tipo de órgano debiera redactar la Nueva Constitución?”, con las opciones “Convención Constitucional” (integrada en su totalidad por miembros electos por la ciudadanía) o “Convención Mixta Constitucional” (integrada en partes iguales por miembros electos por la ciudadanía y parlamentarios).

Dicho plebiscito representa el primer hito de un período inédito en nuestro país, ya que en dos años se desarrollarán a lo menos siete ciclos electorales distintos, con múltiples elecciones en cada uno de ellos, lo que requiere que las modificaciones e innovaciones que se proponen sean debatidas con responsabilidad y celeridad, para perfeccionar, entre otros aspectos, el trabajo que realiza el Servicio Electoral, fortaleciendo la democracia de nuestro país.

El año 2020 comienza con el referido plebiscito nacional del 26 de abril, y continúa con las eventuales elecciones primarias de alcaldes y gobernadores regionales en junio. Finalmente, se realizarán las elecciones definitivas de éstos, en conjunto con las de concejales y, eventualmente, de Convencionales Constituyentes en octubre.

Luego, el año 2021 se realizarán las eventuales primarias presidenciales y parlamentarias en julio; posteriormente las elecciones definitivas de éstos en noviembre, la eventual segunda vuelta presidencial en diciembre y el eventual plebiscito ratificatorio del texto de la Convención, que podría incluso llevarse a cabo el año 2022.

De lo expuesto, queda de manifiesto la imperiosa necesidad de perfeccionar nuestra legislación electoral, que permita la correcta realización de las elecciones y plebiscitos mencionados, con una amplia participación, con innovaciones por parte del Servicio Electoral en la forma en que se comunica con los electores.

Fundamentos del Proyecto
Teniendo en cuenta los procesos eleccionarios que se avecinan, el Ejecutivo estima pertinente incorporar algunas modificaciones en la normativa electoral vigente, con la finalidad de modernizarla, actualizarla y complementarla en aquellos ámbitos que sean necesarios.
El mensaje plantea específicamente introducir innovaciones  respecto de los siguientes aspectos: a) La adecuación del Padrón Electoral; y b) La utilización preferente de medios electrónicos para la publicación y notificación de actos del Servicio Electoral.

Ahora bien, a partir de la implementación del sistema de voto voluntario e inscripción automática en los registros electorales (ley Nº 20.568, de 2012), se ha evidenciado -en cada una de las elecciones realizadas hasta la fecha- la necesidad de efectuar mejoras en la información contenida en el Registro Electoral. 

En efecto, según el artículo 3 del DFL N° 5, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Registro Electoral servirá de base para conformar los padrones electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, y que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio, sea que se encuentren en Chile o en el extranjero. Sin embargo, existen casos de personas de avanzada edad, respecto de las cuales existirían indicios de encontrarse fallecidas, no obstante lo cual el SERVEL no puede dejarlas fuera del Registro Electoral y, por ende, de los padrones electorales, si no se cuenta con un certificado de defunción.

Esta circunstancia presenta, al menos, los siguientes problemas: en primer lugar, la situación obliga a incurrir en gastos innecesarios para el Estado, ya que como son electores, se deben considerar dentro de las cédulas que el Servicio Electoral imprime y en el número de mesas de votación que se van a disponer. Además, determina que el padrón esté artificialmente abultado, lo que impacta finalmente en los porcentajes de abstención. 
Así, con el fin de tener un padrón más representativo, el  proyecto faculta al SERVEL para que pueda realizar una adecuación del Padrón Electoral de electores que sufraguen en territorio nacional, para cada elección o plebiscito, contemplando -por cierto- mecanismos de reclamación y reingreso, con medidas de publicidad que garanticen el derecho a sufragio de todas las personas habilitadas para ejercerlo.

Lo anterior es aún más relevante considerando que el eventual plebiscito ratificatorio de la Nueva Constitución tendrá sufragio obligatorio, razón por la cual, puede que personas que no pueden votar se vean sometidas a sanciones, o sean designadas vocales de mesa y no puedan cumplir su cometido.

Por otra parte, dada la relevancia que actualmente tienen los medios electrónicos en el devenir de la sociedad, y en particular respecto de los órganos de la Administración del Estado, según las modificaciones introducidas por la ley N° 21.180, de Transformación Digital del Estado, resulta pertinente introducir modificaciones en este sentido tratándose de procesos eleccionarios y de plebiscitos nacionales. En cuanto a la publicación y notificación de actos propios del Servicio Electoral, se propone modificar las menciones que existen hoy al Diario Oficial en las leyes electorales que regulan las publicaciones del SERVEL, reemplazándolas por menciones al sitio web del mismo servicio. Cabe tener presente que la legislación en vigor obliga al Servel a publicar una serie de actos en el Diario Oficial, lo cual es caro, lento e ineficiente, considerando que la ciudadanía y los partidos políticos tienen acceso a medios electrónicos, de manera más rápida, eficiente y con un menor costo para el Estado. Junto con lo anterior, hay ciertas notificaciones que la ley obliga al SERVEL a practicar a través de cartas certificadas. Sobre este punto, se propone dejar como medio de comunicación primario los medios electrónicos, salvo que el elector manifieste lo contrario. Cabe señalar que el correo electrónico ya es utilizado actualmente por el SERVEL para los electores con domicilio en el extranjero, por lo que no hay razón para impedir que se pueda utilizar el mismo criterio con los electores con residencia en Chile.

Además, considerando la cantidad de elecciones de este año 2020 y el acotado plazo que tiene el SERVEL para organizar todos los actos y registros, el contar con información oficial en línea contribuirá al éxito de los respectivos procesos eleccionarios.

Por último, esta iniciativa no sólo tiene que ver con un ahorro en tiempo y recursos para el Estado con miras a los próximos procesos plebiscitarios y eleccionarios; sino también con una agenda mucho más compleja, iniciada por el Gobierno pocos meses después de haber asumido, y que se ha traducido en avances hacia una mayor modernización del Estado, a través de la transformación digital de numerosos procesos y actos que, hasta ahora, se han realizado a través de papel.

III.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO
A) En General

En este trámite la Comisión escuchó a las siguientes autoridades y dirigentes de organizaciones gremiales: 
1) Exministro Secretario General de la Presidencia (SEGPRES), señor Claudio Alvarado; jefe de gabinete, señor Gonzalo Arenas; y jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de la SEGPRES, señor Máximo Pavez
El exministro Alvarado explicó que este proyecto de ley tiene su origen en el acuerdo del 15 de noviembre pasado, suscrito por diversas fuerzas políticas del país. Añadió que el propósito fundamental de la iniciativa es perfeccionar la legislación electoral vigente con el fin de ir fortaleciendo y profundizando nuestra democracia, calificándolo como un proyecto simple y muy acotado en sus propósitos y objetivos. 

En efecto, presenta dos aristas muy nítidas: a) Una adecuación del padrón electoral, de tal manera que este se ajuste lo más posible a la realidad actual; y b) La utilización por parte del SERVEL de medios electrónicos para diversos tipos de notificaciones que la ley contempla y que actualmente deben realizarse, ya sea a través del Diario Oficial, o por medio de los diarios de mayor circulación en las respectivas regiones. 

Sobre el primer punto, hizo presente que se vislumbra un intenso y estrecho cronograma electoral para los próximos meses: el plebiscito nacional para el 25 de octubre; las eventuales elecciones primarias de alcaldes y gobernadores regionales el 29 de noviembre; las elecciones definitivas de las autoridades anteriormente referidas, en conjunto con las de concejales, y eventualmente con la de los convencionales constituyentes, contempladas para el 11 de abril de 2021; la segunda vuelta en la elección de gobernadores regionales para el 9 de mayo de 2021; las eventuales primarias presidenciales y parlamentarias de julio de 2021; las elecciones definitivas de estos en el mes de noviembre del mismo año; la eventual segunda vuelta presidencial en diciembre de 2021; y el eventual plebiscito ratificatorio del texto de la Convención en el año 2022. 

Con el objeto de contar con un padrón más representativo, el proyecto de ley busca facultar al SERVEL para realizar una adecuación del mismo, existiendo naturalmente, una vez publicado el padrón depurado, los mecanismos de reclamación y reingreso y las medidas de publicidad suficientes y necesarias para aquellos que han sido afectados al ser excluidos del mismo. 

Es sabido que muchas veces el padrón electoral contiene información desactualizada, considerando a adultos muy mayores, o incluso personas fallecidas, a quienes el SERVEL no puede excluir por carecer de un certificado de defunción que permita acreditar tal circunstancia. En elecciones anteriores el propio SERVEL ha reconocido la existencia de un número importante de personas que no se encontraban disponibles para sufragar, pero que sin embargo aparecían inscritas en los padrones electorales. Por ello, lo que se pretende es que el SERVEL cuente con la atribución de depurar el padrón, publicarlo oportunamente, con la debida publicidad, y estableciéndose un mecanismo de reclamación para todos aquellos que queden marginados y que soliciten su reintegro.  

Concretamente, la atribución al SERVEL consistirá en la posibilidad de eliminar del registro a aquellas personas respecto de las cuales existen presunciones fundadas de que hubieren fallecido, aun cuando no se cuente con el certificado de defunción, autorizando al organismo a elaborar un listado especial con los ciudadanos mayores de 90 años que no hayan obtenido o renovado su cédula de identidad en los últimos 11 años y que no hayan votado en las últimas dos elecciones. Al respecto, explicó que la cédula de identidad tiene una vigencia de 10 años, por lo que si transcurridos 11 años si una persona no la renueva y tiene más de 90 años de edad, es altamente probable que no pueda participar de los procesos electorales. 

En otro plano, la segunda modificación que plantea el texto del Ejecutivo dice relación con las notificaciones y publicaciones en medios electrónicos. La idea es hacer del SERVEL una institución más amigable y compatible con la tecnología, dado que actualmente el conjunto de notificaciones que, de acuerdo a la normativa legal, está obligado a realizar este organismo, debe hacerlo sea por carta certificada, por publicaciones en el Diario Oficial, o por publicación en los diarios de mayor circulación a nivel regional. Por lo tanto, lo que se pretende es que el SERVEL pueda acceder a medios que ya han demostrado ser tanto o más eficaces que los procedimientos históricos que rigen actualmente, y a un mucho menor costo, cumpliendo así de igual forma con los objetivos impuestos por la ley. 

Al otorgar al SERVEL la facultad de notificar por medios electrónicos, se dejaría de publicar o notificar por los medios tradicionales que contempla actualmente la ley en procedimientos tales como los cambios de circunscripción electoral, los facsímiles de las cédulas de votación, el número de patrocinantes que se requiere para las candidaturas independientes, el número de consejeros regionales a elegir en cada región y el número de concejales de cada comuna, la resolución que acepta o rechaza candidaturas, la determinación de los colegios escrutadores, el cambio de domicilio electoral, la notificación de la suspensión del derecho a sufragio y el hecho de estar inhabilitado para poder votar. 

En síntesis, el proyecto de ley contribuye a tener en cada proceso electoral un padrón mucho más acotado y ajustado a la realidad; y, por otro lado, a que todas las notificaciones que la ley exige en el marco de los procedimientos electorales se puedan hacer a través de medios electrónicos, que son mucho más fáciles y directos, sin perjuicio de que además permiten una mejor interacción e implican una reducción de costos. 
                              ****************
Concluida la exposición del exministro, algunos integrantes de la Comisión expusieron sus comentarios y consultas.

La diputada señora Pérez, Joanna (Presidenta) comentó que algunos de los aspectos que aborda el proyecto de ley, sobre todo aquellos que dicen relación con la actualización de los padrones electorales, constituyen observaciones que también ha hecho presente el SERVEL en otras oportunidades. 

El diputado señor Longton felicitó al gobierno por este proyecto. Coincidió con la Presidenta de la Comisión en que el SERVEL también ha manifestado su preocupación por la modernización de la legislación electoral, sobre todo en relación a la des-inscripción de personas que pudieren estar fallecidas y siguen figurando en el padrón electoral. La solución que plantea el proyecto, por ende, es del todo coherente con esas aspiraciones. En cuanto al segundo aspecto que aborda el proyecto, manifestó su conformidad con el efecto de ahorro que se produce para el Estado, al eliminarse las notificaciones por carta certificada, lo que implicaría un ahorro de más de 2 mil millones de pesos.  

Por otra parte, consultó al Ejecutivo su opinión respecto de la situación de los “militantes fantasmas”, que son aquellos que tienen sus derechos políticos suspendidos, pero siguen figurando en los registros de un determinado partido político, lo que genera problemas tales como impedirles votar en eventuales primarias, postularse como candidatos, etc., por seguir figurando en la militancia suspendida de un partido al cual no se re-empadronó. Agregó que se presentó una moción para subsanar este problema, el cual también ha sido abordado con el Presidente del Consejo Directivo del SERVEL. 

El exministro de la SEGPRES reconoció que el tema abordado por el diputado señor Longton es una realidad, debiendo despejarse el punto de si cabe dentro de la idea matriz de la iniciativa. También es relevante la opinión del SERVEL a este respecto, ya que es el organismo sobre el que pesa toda la carga de los procesos electorales.  

El señor Máximo Pavez, Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de la SEGPRES, complementó la intervención del señor Ministro subrayando que este proyecto de ley se trabajó en conjunto con el SERVEL. En el contexto de esa Mesa de Trabajo, se definieron ciertos temas que no fueran parte de la coyuntura política-electoral. Aunque el asunto al que se refirió el diputado señor Longton también fue abordado por la Mesa, no concitó mayor entusiasmo en el seno de los partidos políticos a los cuales el Ejecutivo hizo ciertas consultas pre-legislativas, razón por la cual finalmente no fue considerado en el proyecto. 

La diputada señora Pérez, Joanna (Presidenta) consultó al Ejecutivo por el ahorro que genera para el Estado el cambio en la forma de notificación de las resoluciones del SERVEL y sobre la depuración de los padrones electorales, eliminándose a las personas presuntamente fallecidas; como también acerca de la fuente de información relativa al ahorro de recursos públicos por la nueva modalidad de notificaciones. 

El señor Pavez, de la SEGPRES, precisó que en el informe financiero que acompaña el mensaje están detallados los efectos del proyecto sobre el presupuesto fiscal. Añadió que esas cifras fueron trabajadas con el SERVEL y con la DIPRES. 

Vinculado a lo anterior, el Jefe de Gabinete de la SEGPRES, señor Gonzalo Arenas, precisó que la reducción de costos no se debe tanto al hecho de la depuración del padrón electoral, sino que está asociada más bien a la innovación propuesta en materia de notificaciones y publicaciones. Con todo, la actualización del padrón tiene importancia para la legitimidad y transparencia del mismo. Por ejemplo, en las elecciones de 2013 el SERVEL reconoció que había cerca de 500 mil personas que estaban fallecidas y, no obstante ello, formaban parte del padrón, lo que tiene implicancias a la hora de implementar un proceso eleccionario para determinado número de electores, que no corresponde a la realidad. Luego, en 2017, pertenecían al padrón más de 45 mil personas con más de 100 años, y más de 2 mil tenían sobre 130 años. Lo que busca el proyecto, por lo tanto, es planificar un proceso eleccionario con los votantes potenciales reales. 

2) 
Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor   Patricio Santamaría

Este proyecto surgió de una obligación que el legislador impuso al SERVEL, en el sentido de evaluar la aplicación de los distintos cuerpos legales después de cada una de las elecciones. En efecto, en el mes de mayo de 2019 se sostuvo una primera reunión con el señor Gonzalo Blumel, a la sazón Ministro Secretario General de la Presidencia, generándose avances muy importantes en la materia. El SERVEL, mediante un documento titulado “Ajustes a la legislación electoral”, propuso del orden de 61 modificaciones, algunas de carácter menor y otras más relevantes.  

Respecto al proyecto de ley, lo calificó como “débil”. Añadió que durante el mandato del Ministro Blumel como titular de la SEGPRES, se concibió un proyecto bastante más robusto. Sin embargo, con posterioridad, dicho trabajo se fue difuminando, ignorando las razones de aquello. 

El proyecto de ley, en primer lugar, se hace cargo de radicar en la voluntad o en el consentimiento del nuevo elector si prefiere que su comunicación con el SERVEL sea a través de carta certificada o de correo electrónico, en el contexto de una política más amplia del gobierno en cuanto a la transformación digital del Estado. Esto rige para situaciones como, por ejemplo, la notificación de la suspensión del derecho a sufragio, cambios de domicilio electoral, establecimiento de nuevas mesas de sufragio, etc.

Por otra parte, en algunos de los trámites que el SERVEL debe notificar, como ampliaciones de circunscripciones electorales y otras, se reemplaza la publicación en algunos medios de comunicación por una publicación en la página web del organismo. Esto implica un ahorro bastante importante para el erario fiscal, con lo que el SERVEL no podría sino estar de acuerdo.

Como tercer aspecto, el proyecto de ley aborda un tema más sustancial, que se viene trabajando desde el año 2013. Al respecto, hay que recordar que durante el primer gobierno del Presidente Piñera se dio la posibilidad de corregir una situación que se había presentado el año 2012, cuando aumentaron en casi 6 millones los electores, por aplicación del sistema de inscripción automática y voto voluntario, y dentro de esa cifra se incluían casi  500 mil personas sobre los 80 años y más de 50 mil sobre 100 años. El proyecto de ley que abordó la materia en su oportunidad fue aprobado en ambas Cámaras, pero rechazado en el Tribunal Constitucional, por el voto dirimente de su Presidente. Con posterioridad, el gobierno ingresó a tramitación legislativa otro proyecto similar, el que actualmente se encuentra en comisión mixta, y que en síntesis establece que los mayores de 80 años, y que en los últimos 11 años no hayan obtenido su documento de identidad, pueden ser eliminados del padrón electoral de la votación respectiva. 

Sobre el punto, afirmó que contar con la atribución de actualizar el padrón electoral, que también contempla el actual proyecto en discusión, es muy relevante para el SERVEL. En el caso del proyecto actualmente en discusión, se exige que se trate de electores mayores de 90 años, que no cuenten con su documento de identidad vigente por no haberlo renovado en los últimos 11 años, y que no hayan participado en las últimas dos elecciones. Al respecto, se manifestó totalmente de acuerdo, esperando poder aplicar esta modificación legal en los 8 o 9 eventos electorales pronosticados de aquí al año 2021.  

Añadió que en el padrón electoral del año 2017 se registraron 152.707 personas mayores de 90 años. De estas, el 85% (129.790 personas) no sufragaron en las elecciones de 2017 ni en primera ni en segunda vuelta. Y, a su vez, el 82,4% de esta población (125.899 personas) tampoco participó en el proceso eleccionario municipal del año 2016. Como último dato a este respecto, acotó que en estas estadísticas no se registraron diferencias significativas de participación por sexo. 

De acuerdo a una base de datos del año 2019 que envió el Servicio de Registro Civil sobre renovaciones de cédula de identidad, de las 152.707 personas a que se hizo referencia, 74.744 sí renovaron cédula entre los años 2013 al 2019. Es decir, el diferencial (77.963 personas) no ha renovado cédula en los últimos 7 años, lo que representa el 51% de los mayores de 90 años. 

Para finalizar sobre este punto, y junto con apoyar la modificación propuesta, admitió que hubiese deseado un sistema más simple para la actualización del padrón respecto de las personas mayores de 90 años. Con todo, apoyó que se establezca un mecanismo de reclamación para quien desee reincorporarse. 

En otro plano, sin perjuicio de estar de acuerdo con todas las modificaciones que plantea el proyecto, estimó que si existe la posibilidad de contar con la evaluación de un órgano constitucionalmente autónomo, como es el SERVEL; y el interés de la Comisión en contribuir a profundizar nuestro sistema democrático, debiese aprovecharse esta oportunidad para plantear modificaciones mayores. 

Sería interesante, por ejemplo, resolver un tema que para el SERVEL es fundamental: el de los militantes “forzados” o militantes “zombies” (356.308 en el país), que son personas que estando afiliadas a un partido político no se reinscribieron oportunamente, y por expresa disposición legal quedaron vinculados a ese partido, con sus derechos partidarios suspendidos. En el fondo, la ley obliga a tratar como afiliados a personas que no se reinscribieron durante un año, pudiendo hacerlo, con el ánimo que el respectivo partido político se mantuviera vigente y dispusiera de fondos públicos para ejercer sus labores. Se trata de personas que se sienten independientes y que cuando llegan a votar a elecciones primarias se dan cuenta que aparecen inscritos en un determinado partido y no pueden participar con libertad. 

Esta es una fuente de conflicto que en esta oportunidad es aún mayor que en otras, porque están previstas 5 elecciones primarias de aquí a julio de 2021: alcaldes, gobernadores regionales, senadores, diputados y Presidente de la República. Se trata de un tema que los poderes colegisladores deben resolver, entendiendo la voluntad tácita de las personas de no querer pertenecer a un partido político. 

En alguna oportunidad se explicó que, consultados los partidos políticos su opinión sobre el particular, estos manifestaron no compartir la idea.   Sin perjuicio de ello, el año 2018 el Partido Igualdad adoptó el acuerdo de desafiliar a todos aquellos militantes “a la fuerza”. El año 2019, el Partido Radical, el Partido Progresista y el Partido Ecologista Verde tomaron la misma decisión; y lo propio hicieron el Partido Humanista y el Partido Renovación Nacional en el año en curso. 

Agregó que, además de las 5 primarias contempladas, en el evento que resulte ganadora la opción “Apruebo” en el plebiscito, habrá personas que querrán inscribirse como candidatos independientes para ser convencionales, y el SERVEL se verá en la obligación de rechazar esas candidaturas por el hecho de aparecer en los registros del organismo como afiliados a un determinado partido político, sin su consentimiento pero por expresa disposición legal. Esto enturbiará un proceso constituyente que debe desarrollarse de la manera más transparente posible. 

Por tanto, hoy más que nunca es fundamental llevar a cabo esta modificación. El SERVEL además hizo ver, a través de una minuta, los riesgos que significa para el organismo mantener esta situación del artículo segundo transitorio, inciso sexto, de la ley N°20.900; como asimismo el riesgo que representa para la democracia, propiciándose de manera innecesaria la judicialización de casos ante el TRICEL. 

En la misma línea, sostuvo que también es necesario hacerse cargo de otros temas, que a su juicio son de menor complejidad. Por ejemplo:

- De acuerdo a la ley, las empresas de auditoría que tienen que auditar el padrón provisorio, deben entregarlo 80 días antes de la elección, pero el SERVEL debe publicar este padrón 90 días antes de la elección. En el proyecto del Ministro Blumel se consideró la solución para este problema, pero no así en el actual proyecto. 

- Se ha generado una diferencia de opinión con el TRICEL, ya que la ley obliga al SERVEL a revisar si las personas que están constituyendo un partido, están o no afiliados a otro partido. Sin embargo, cuando el organismo ha rechazado la inscripción por el hecho de aparecer las personas afiliadas en otro partido, los partidos “afectados” han recurrido al TRICEL y este les ha dado la razón, argumentando que no se puede afectar al partido en formación, y diferenciando que una cosa es que una persona mienta en una declaración jurada (pudiendo en ese caso perseguirse la responsabilidad penal si se quiere), y otra es no atender a la buena fe de un partido político que está en formación. Esta es una discrepancia que debe resolverse legalmente. 

- Establecer el voto anticipado. Este punto también estaba considerado en la propuesta que fue fruto del trabajo de técnicos y expertos tanto de la SEGPRES como del SERVEL, que buscó modernizar el Estado en esta materia. 

- Ampliar la publicación en la página web del SERVEL a resoluciones de trámites vinculados con los partidos políticos. 

- Hay ciertos temas donde no está claro a quién le corresponde el traslado del material electoral: si son las juntas electorales o el SERVEL. 

- Actualmente la ley obliga al SERVEL a publicar el sexo y el domicilio de los electores. Publicar el sexo hoy en día, en que las mesas son mixtas, no tiene mucho sentido. Por su parte, la publicación del domicilio electoral de las personas es un tema complejo que podría revisarse. No se trata de llegar y eliminar la publicación, porque ello también implica control social, pero podría quizá transitarse de la transparencia activa a la transparencia pasiva. 

- A los vocales de mesa debe notificárseles por carta certificada, además de la publicación en los diarios de las respectivas regiones. Los años 2016 y 2017 ello significó 3.200 millones de pesos desembolsados por el SERVEL, por una publicación que perfectamente podría hacerse en la página web del servicio. 

En definitiva, y sin perjuicio de estar de acuerdo con este proyecto, reiteró que podría aprovecharse la oportunidad para trabajar desde las propuestas contenidas en el documento “Ajustes a la legislación electoral”, que elaboró por primera vez en su historia el SERVEL a partir del mandato otorgado en virtud de la modificación legal del año 2015, para hacer una reforma más amplia y que contribuya aún más a perfeccionar y modernizar la legislación electoral. 

3) Director Nacional del SERVEL, señor Raúl García

El proyecto de ley aborda la modernización que se requiere en este ámbito de una manera adecuada, considerando principalmente la realidad de brecha digital que afecta a nuestro país. En efecto, el artículo 1, en su número 1), establece el gran criterio para la implementación o uso de las dos vías de notificación posibles, estableciendo que primeramente, ya habiendo una carta certificada, es el elector quien debe informar, después de haberla recibido, si prefiere en el futuro ser notificado a través de algún mecanismo electrónico. En otras palabras, al momento en que una persona “ingresa” al sistema electoral, al cumplir los 17 años para incorporarse al registro electoral y, posteriormente, a los 18 años para ser parte de los padrones, ella manifestará su voluntad de seguir siendo notificada a través de carta certificada, o bien a través de algún medio electrónico. La decisión está en manos de la persona, por lo que la forma en que este proyecto aborda las dos alternativas de notificación es la adecuada, y de alguna manera resguarda la brecha digital que existe en el país. 

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó echar de menos que el proyecto no se refiera al tema de las notificaciones electrónicas contenidas en la ley N°18.603 (LOC de Partidos Políticos). Dicha ley regula algunas situaciones en las que se impone al SERVEL realizar algunas notificaciones por carta certificada a los partidos políticos, particularmente los artículos 10, 11 y 21. Evidentemente, el impacto que tiene modificar esas vías de notificación es bastante menor al que tiene tratándose de modificar las vías de notificación de los electores, pero dado que la idea es hacerse cargo de las formas de notificación en la legislación electoral, propuso revisar la LOC de Partidos Políticos a fin de introducir la misma lógica. 

Volviendo al contenido del proyecto de ley en estudio, el segundo tema que este aborda dice relación con la nómina de electores mayores de 90 años que eventualmente, si cumplen los presupuestos que establece el proyecto, serán eliminados de los padrones electorales. Al respecto, hizo ver que dicha disposición se remite a los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 33 de la ley N°18.556; y a los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 34 y al artículo 35 del mismo texto legal. Tales referencias se hacen con el fin de que quede claramente establecido que dichas nóminas deben también ser objeto de procesos de auditoria externa, tal como ocurre con los padrones y las nóminas de inhabilitados. Como técnica legislativa quizá hubiese sido más claro señalar aquello expresamente. 

En conclusión, se manifestó de acuerdo con las materias que aborda el proyecto de ley y con el espíritu que lo inspira, sugiriendo la posibilidad de que se sumen las notificaciones a que se refiere la LOC de Partidos Políticos. 

4) Consejera del SERVEL, señora Juanita Gana    

La consejera del SERVEL instó a no perder de vista que la brecha digital que existe en nuestro país es inmensa. Añadió que la pandemia ha evidenciado más aun problemas que ya existían en nuestra sociedad, y uno de ellos es el tema de la brecha digital. En efecto, mientras más del 70% de las comunas de la zona Oriente de Santiago tienen conexiones a internet, esa cifra baja a algo más del 20% en La Pintana, por ejemplo. Hay temas de infraestructura, de acceso a los equipos, etc., que no se pueden desatender. 

Vinculando lo anterior con el proyecto de ley, sostuvo que si bien la decisión de si la comunicación entre el SERVEL y los electores queda en manos de estos últimos, hay otra serie de aspectos en el proyecto que tienen que ver con la información que requiere un elector para poder participar de modo informado en los procesos eleccionarios y que podrían quedar en “tierra de nadie”, como por ejemplo si se da a conocer a través de medios digitales la información sobre la depuración del padrón, tratándose de la eliminación de electores mayores de 90 años, en circunstancia que ese segmento de la población es precisamente el que menos acceso tiene a las redes digitales. En definitiva, enfatizó que la brecha digital debe tenerse en consideración a la hora de modernizar las instituciones, para no multiplicarla aún más y procurar un acceso igualitario a los derechos de todos los ciudadanos. 
                               ************
Concluidas las intervenciones de los representantes del SERVEL, la diputada señora Hernando manifestó su frustración por el hecho que el proyecto aborde tibiamente el tema digital -solo en materia de notificaciones-, en circunstancia que muchos, entre los que se encuentra, anhelan el voto electrónico. 

Por otra parte, consultó a los invitados si el SERVEL hace cruce de información con el Registro Civil, pues le resulta extraño que existan tantas personas sobre 90 años en el padrón, en circunstancia que el Registro Civil pareciera no registrar tantas personas mayores de esa edad. En la misma línea, consultó si no sería mejor que existiese una verificación con las defunciones del Registro Civil, en vez de atender a la no participación de esos mayores de 90 años en 2 períodos eleccionarios. 

La diputada señora Parra manifestó la misma duda respecto al cruce de información con el Registro Civil. En otra línea, expresó su preocupación respecto a la publicación de los datos sensibles a que hizo referencia el señor Santamaría. Ello es incongruente con una legislación que se supone evoluciona hacia la protección de los datos personales de las personas, por lo que este tema debe revisarse con profundidad. Finalmente, también se manifestó a favor de la eliminación de los militantes “zombies”, por doloroso que esto sea para los partidos políticos. 

La diputada señora Pérez (Catalina), sin perjuicio de apoyar el proceso de modernización en las materias que aborda el proyecto, manifestó particularmente su preocupación por la notificación vía correo electrónico de la suspensión del derecho a sufragio. Esto podría implicar que una persona se presente a votar sin haberse enterado que su derecho está suspendido, especialmente en el caso de los adultos mayores. 

La diputada señora Pérez, Joanna (Presidenta) hizo presente la importancia de tramitar un proyecto de ley integral, sobre todo de cara a los procesos eleccionarios que están previstos para los próximos años. Asimismo, indicó que sería interesante conocer las motivaciones que se pueden haber tenido a la vista para desmembrar una propuesta mucho más integral en materia de perfeccionamiento de nuestra legislación electoral que ya se venía trabajando entre la SEGPRES y el SERVEL. 

El diputado señor Longton consideró que el tema de los militantes “zombies” es fundamental de legislar. Respecto de todas aquellas propuestas planteadas por el SERVEL, así como las contenidas en el documento de “Ajustes a la legislación electoral” y que puedan exceder la idea matriz de este proyecto, propuso considerarlas en una gran iniciativa de modernización del sistema electoral, sobre todo en atención a los procesos electorales que se avecinan y a la necesidad de facilitar el derecho a sufragio de las personas. 

Respondiendo a las consultas precedentes, el señor Santamaría, Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, afirmó que el organismo hace un cruce de información con el Registro Civil y, por supuesto, también tratándose de los certificados de defunción. Por la antigüedad de las personas y sus domicilios, manifestó que se cree que en la mayoría de estos casos se trata de personas que han fallecido en el extranjero y que probablemente no han dejado bienes en Chile, por lo que a nadie le interesa inscribir sus defunciones en el Registro Civil. El problema es precisamente que el certificado de defunción es el único documento que habilita al SERVEL para eliminar a una persona del padrón y del registro electoral. Acotó que ese cruce de información se hace no solo con el Registro Civil, sino también con los juzgados de garantía, con el Senado (respecto de las rehabilitaciones de ciudadanía), con Policía Internacional, etc. 

Por su parte, el Director Nacional del SERVEL, señor García Aspillaga, hizo hincapié en que todos los temas planteados preocupan al organismo. Finalmente, reiteró la voluntad del SERVEL de poder contar, ojalá, con un proyecto de ley más comprehensivo, que abarque los distintos temas puestos en debate, más otros consignados por el SERVEL en su propuesta de cambios legislativos en materia electoral, que hizo llegar al gobierno. 

5) Representantes de los siguientes partidos políticos: Óscar Olavarría, presidente del Tribunal Supremo de Evópoli; David Huina, prosecretario contralor de Renovación Nacional; Andrés Santander, secretario general del Partido Socialista; David Morales, secretario general del Partido Demócrata Cristiano; Manuel Luna, asesor jurídico del Partido Comunista; Paulo Basterrechea, del Partido Nuevo Tiempo; y Rodrigo Caramori, Presidente Nacional del Partido Regionalista Independiente Demócrata. 


Todos ellos participaron en el debate respondiendo a una invitación que les extendió la Comisión con el propósito específico de dar su opinión sobre los siguientes temas: a) Publicación del domicilio de los electores, una vez publicado el padrón electoral; y b) Eventual exclusión de los registros de los partidos de aquellos militantes que no se reinscribieron dentro del plazo contemplado en la ley N°20.900, y que actualmente tienen la condición de militantes “suspendidos”.  

Sus puntos de vista en torno a estos tópicos fueron las siguientes: 
Señor Óscar Olavarría (Evópoli): Respecto de la primera temática consultada, esto es, la publicación del domicilio de los electores una vez que se encuentre publicado el padrón electoral auditado, enfatizó la importancia de la protección de datos de la vida privada de los mismos. Añadió que la norma electoral efectivamente obliga a la publicación del domicilio; sin embargo, ella entra en conflicto con la garantía constitucional del artículo 19 N°4 de la Carta Fundamental, que regula el derecho a la vida privada. Además, también entra en conflicto con la legislación que se ha ido dictando los últimos años en relación a la protección de datos de la vida privada de las personas (ley N°19.628). 

En su opinión, en este caso debiese aplicarse una norma similar a lo dispuesto en el artículo 23 bis de la ley de partidos políticos, que permite la entrega de antecedentes tales como el domicilio del elector, pero sancionando el mal uso que se haga de dicha base de datos. Efectivamente, lo que actualmente preocupa -ya que la base de datos es pública- es el mal uso eventual de la misma, cuestión que ya ha ocurrido en ocasiones anteriores. 

Respecto del segundo punto, manifestó no tener una posición específica
Señor David Huina (Renovación Nacional): Sobre el primer punto, sostuvo que la obligación establecida en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y servicio electoral, tiene por objeto cumplir con un requisito de publicidad y, en segundo término, entregar a los interesados el material suficiente para sustentar un reclamo electoral respecto de la fidelidad de los padrones. 

Frente a esto, el SERVEL tenía dos interpretaciones: una amplia, que obligaba al servicio a publicar los antecedentes, incorporando todos y cada uno de los datos que tienen incluidos en el respectivo padrón; y una restringida, consistente en entender que solo debía publicarse, de manera específica, la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenece el elector, sin incluir la calle y el número. 

La interpretación amplia permite evitar la comisión de delitos electorales, tales como el comúnmente denominado “acarreo de electores”. En tanto, con la interpretación más restringida, se pretende conciliar esta obligación con la protección de datos personales que garantiza nuestra legislación, y con la jurisprudencia del Consejo para la Transparencia que, para ciertos propósitos, ha elevado estos datos a la categoría de sensibles. 

A su juicio, la interpretación amplia que utilizó el SERVEL al publicar estos datos es la correcta. Pero, además de ello, lo que cabe preguntarse en este caso es si con la interpretación restringida se cumplía con el objetivo trazado por el legislador. Para los expertos dicha respuesta era positiva, toda vez que con los datos que hubieran sido publicados, ellos podrían haber determinado el comportamiento electoral de ciertas comunas o de ciertas mesas de electores. Pero no se hubiera colaborado con la inmensa mayoría de los ciudadanos que no disponen de la técnica necesaria para hacer ese trabajo. 

Dicho lo anterior, sostuvo que para conciliar la necesaria protección de los datos personales con la publicidad del padrón, se podrían publicar los datos exclusivamente considerados hoy en la norma, sin incluir la calle y número de cada elector, pero entregando a un tribunal electoral, frente a un reclamo electoral, la posibilidad de ordenar al SERVEL la entrega de los demás antecedentes. Además, estimó que el mismo tratamiento debiese tener el rol único nacional, que es el otro dato respecto del cual muchas veces se hace un uso indebido, incluso comercializándose.

Por otra parte, hizo ver que el próximo 27 de julio vence el plazo para que el SERVEL publique este padrón.

En cuanto al segundo tema consultado, y a modo de contexto, señaló que la obligación de eliminar del registro a aquellos militantes inactivos de los respectivos partidos políticos, fue una discusión que tuvo lugar durante el año 2015, a propósito de la tramitación de las leyes N°20.900 y N°21.915, que vinieron a fortalecer, por un lado, el carácter público y democrático de los partidos y; por otro, la democracia. En el debate público se sostuvo que no era una buena señal permitir el aporte que destinaría el Estado para aquellos partidos que no tuvieran un proceso de re-fichaje. 

Añadió que el partido RN se hizo eco de esa demanda ciudadana y eliminó voluntariamente de sus registros a más de 71 mil militantes, los que representaban aproximadamente el 64% de su padrón. Fue una medida compleja e inédita para el partido, ya que en su mayoría (38%) se trataba de militantes que pertenecían a él desde su fundación (1987-1988), por lo que tenían una historia ligada al partido pero que, por diversas razones, habían dejado de tener participación activa. 

Finalmente, acotó que las razones públicas de porqué RN tomó esa medida fueron las siguientes: a) Al liberar a estos ciudadanos del registro, se les dejaba en libertad de acción para poder votar en primarias; b) Se les daba la posibilidad de patrocinar candidaturas independientes y; c) Se les daba la posibilidad de patrocinar candidaturas dependientes fuera de pactos electorales. 
Señor Andrés Santander (Partido Socialista): A título de comentario general, manifestó que el PS está de acuerdo con todas aquellas iniciativas que busquen simplificar, reducir costos y aportar a la transparencia de información del proceso electoral, por lo que valoró la discusión de este proyecto de ley. Solo manifestó dudas respecto de la exclusión de los mayores de 90 años del padrón. 

Por otra parte, lamentó que el texto que en definitiva se apruebe no podrá ser implementado en el plebiscito ni en las elecciones de abril de 2021 (municipales, gobernadores regionales y convencionales constituyentes), precisamente porque en la modificación que se hizo a los artículos 130, 131 y 142 de la Constitución quedaron congeladas las normas electorales al 1 de enero de 2020 y al 25 de junio de 2020, ambos plazos ya vencidos. 

Respecto de la publicación del domicilio de los electores, comentó que son dos cuestiones las que están en juego: la fe pública de la elección y el uso de los datos privados de las personas. Sobre el punto, indicó que el PS es partidario de que los domicilios, una vez auditado el padrón, sean de conocimiento público, precisamente para evitar aquellos casos en que en un solo domicilio aparezca una gran cantidad de electores, lo que suele ocurrir en comunas pequeñas, y que ha implicado que se deba pronunciar el TRICEL e incluso a tener que repetir elecciones. Enfatizó que el hecho que los padrones sean conocidos otorga bastante más transparencia al proceso. 

Respecto de la segunda temática consultada, manifestó que el PS tiene una interpretación distinta a la de RN y a la del Presidente del Consejo Directivo del SERVEL. Acotó que se trata de una atribución que no tiene dicho órgano, ni tampoco los partidos políticos, y ello fue discutido explícitamente en la historia de la ley. Los partidos que han adoptado la medida de eliminar o excluir a sus militantes en esta condición, ocuparon a su juicio un resquicio legal, por medio de una expulsión masiva determinada por un tribunal supremo, o por un acuerdo del órgano intermedio superior, en virtud del cual se estaría afectando la libertad de asociación. Por ello, el PS no lo ha hecho, y no es por falta de voluntad política, sino porque les asiste el convencimiento de que no están facultados legalmente para ello. 

Con todo, precisó que el PS sí es partidario de que se legisle sobre esta materia, a fin de que todas aquellas personas que transcurrido tanto tiempo no han manifestado su voluntad de seguir militando en sus respectivos partidos políticos, queden liberados y vuelvan a participar de cada uno de los procesos electorales de manera independiente.  
Señor David Morales (Partido Demócrata Cristiano): En cuanto a la publicación del domicilio de los electores al momento de publicar el padrón electoral auditado, compartió la opinión expresada por el representante del PS. Efectivamente, hay una colisión de derechos entre la protección de datos y la publicidad, lo que obliga a establecer la primacía entre estos dos derechos. Producto de todas las situaciones que han ocurrido, opinó que cualquier norma que tienda a mejorar la transparencia de los procesos debe tener preeminencia. 

Respecto de la segunda temática, opinó que no es posible exigir a los partidos políticos resolver mediante subterfugios una materia que el legislador ya resolvió de una manera distinta, al establecer esta categoría de “militante suspendido”. Por tanto, es una ley la que debe establecer claramente qué ocurrirá con los militantes que se encuentran en esa situación. El hecho que estas personas no puedan ser candidatos, patrocinar candidaturas o participar en primarias, no es razón suficiente como para proceder por “secretaría” a su eliminación. En efecto, si una persona quisiera emprender cualquiera de estas acciones, lo mínimo que se le puede exigir como gesto de responsabilidad cívica es que renuncie al partido en el cual alguna vez militó. La alternativa sería establecer por ley la facultad expresa de los partidos políticos de eliminar a esas personas de sus registros, a fin de que esta situación no permanezca en status quo. 
Señor Manuel Luna (Partido Comunista): En cuanto a la publicación del domicilio de los electores al momento de publicar el padrón electoral auditado, coincidió en que colisiona la transparencia en el ejercicio de la política, por una parte, y la protección de los datos personales, por otra. Sobre el punto, manifestó que en la normativa electoral ya existen suficientes garantías de transparencia y la publicidad del domicilio puede acarrear consecuencias negativas desde la perspectiva de la privacidad. Lo ideal sería que existiese un mecanismo, en caso de impugnación frente a los llamados “acarreos” o de la inclusión de muchas personas en un mismo domicilio, para que estos sean conocidos en un proceso electoral determinado, pero no publicar el domicilio de todos los que aparecen en el padrón definitivo. Reiteró que debe primar la privacidad del dato, ya que existen los mecanismos suficientes para evitar eventuales ilegalidades.
Sobre el segundo tema consultado, se trata de una situación que, a su juicio, debe resolverse por la vía de una modificación legal. Añadió que en el año 2017 el diputado Guillermo Tellier presentó una moción (boletín N°11298-06), en la que se propone que, a contar de la publicación de la ley, los militantes que se encuentran en esta situación pasen a tener la calidad de independientes, quedando liberados de su calidad de suspendidos para todos los efectos legales y administrativos, pudiendo optar por re-afiliarse o permanecer como independientes, entre otras alternativas; sin que sean los partidos políticos ni el SERVEL quienes deban adoptar una decisión.

Señor Paulo Basterrechea (Partido Nuevo Tiempo): En lo que se refiere la publicación del domicilio de los electores, estimó que la confidencialidad de los datos personales cobra un rol fundamental para la tranquilidad de la población. Sin embargo, ante todo proceso electoral el contar con estos datos se hace sumamente necesario, pues permite a los ciudadanos comprobar que su domicilio actual esté acorde con el publicado en el padrón electoral. Esto los puede alertar de posibles errores a la hora de ir a ejercer su responsabilidad cívica, brindándoles además la tranquilidad para comprobar que su domicilio no esté siendo utilizado por un tercero. Esto cobra relevancia en el plano del denominado “acarreo” político, que es una realidad recurrente que no se puede invisibilizar y se extiende a lo largo de todo el territorio nacional. 

Añadió que es importante destacar también que el sistema no es infalible para corroborar la información actual y puede presentar errores. Es por ello que el SERVEL debe publicar un padrón provisorio, a fin de permitir a todo ciudadano presentar una reclamación por los datos publicados.

Por otra parte, tampoco se puede olvidar que en la actualidad existen páginas web (como “el rutificador”), que permiten acceder a datos personales como los que se están intentando resguardar.

En torno al segundo punto (exclusión de militantes suspendidos de los registros de los partidos políticos), sostuvo que, al ser un partido nuevo, no es un tema que les afecte directamente. Sin embargo, la consideran una medida absolutamente necesaria, puesto que fue recurrente en el proceso de recolección de firmas para la constitución de su partido encontrarse con muchos ciudadanos que desconocían su vinculación con los partidos políticos vigentes, lo que denota una evidente inactividad partidista en un gran porcentaje de militantes. 
Señor Rodrigo Caramori (Partido Regionalista Independiente Demócrata -PRI-): En términos generales, se manifestó a favor de las modificaciones que propone el proyecto de ley en estudio, ya que  permitirán un mayor orden y manejo de la información, tanto por parte del SERVEL como -principalmente- de los ciudadanos con derecho a voto. 

Respecto del primer tema consultado, estimó que no procede la publicación del domicilio de los electores, toda vez que se trata de un dato calificado como sensible, de acuerdo a la legislación vigente. En consecuencia, se trata de una información que no debiese ser de fácil acceso, ya que podría utilizarse para fines electorales inadecuados. 

En relación a la segunda temática, estimó que sería prudente la exclusión de aquellos militantes que no se re-ficharon, ya que con ello se estarían sincerando datos relevantes, tales como la cantidad de militantes y el tamaño real de los partidos políticos, que fue una de las razones principales por las que la Comisión Engel propuso introducir este requisito legal. Añadió que es fundamental seguir profundizando en todo lo relacionado con la transparencia. 
                          ***********
Concluida la exposición de los representantes de partidos políticos, el Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santamaría, afirmó que cada vez que se debe publicar el padrón auditado, lo que en esta oportunidad ocurrirá el próximo 27 de julio, queda de manifiesto el temor respecto de la publicación del domicilio electoral de las personas.  

Añadió que históricamente, el SERVEL, en aras de la transparencia, ha publicado el domicilio electoral y, además, la comuna, provincia y circunscripción electoral. Podría haberse recurrido a una interpretación más restrictiva; sin embargo, como se trata en definitiva de disposiciones que están en normas distintas (el artículo 33 de la ley N°18.556   establece que debe publicarse el padrón auditado, pero remite el contenido del padrón auditado al artículo 32 incisos tercero, quinto y sexto, donde sí aparece el domicilio electoral, además de otras menciones), siempre se ha optado por hacer la publicación de manera completa. 

Expresó que, desde el año 2013, al asumir la Presidencia del Consejo, se empezó a hacer una revisión exhaustiva de las comunas donde excedía el número de electores en relación con el censo, lo que concluyó con la interposición de denuncias en comunas como Sierra Gorda, Camiña y Colchane, entre otras. La Fiscalía se hizo parte en esos delitos electorales, hubo juicios abreviados y hoy hay personas cumpliendo las penas que se aplicaron en dicha oportunidad. Añadió que actualmente se ha podido observar una mayor regularización respecto de los domicilios de los electores, sobre todo en pequeñas comunas, donde cualquier alteración en el electorado produce consecuencialmente una alteración en el resultado de la elección. 

Sostuvo que, evidentemente, la publicación del domicilio tiene que ver con el control social, otorgándose la posibilidad a las personas de recurrir a los TER o al TRICEL para solicitar la corrección del domicilio publicado.

Agregó que hay una norma muy especial que obliga al SERVEL a mantener la reserva respecto de los militantes; pero otra norma, contenida en la ley de partidos políticos, establece que cualquier militante puede solicitar la nómina completa de los afiliados a su partido. La reserva, por tanto, no es absoluta, y por esa razón se establecieron sanciones graves -algunas penales- para el caso de mal uso de los padrones. 

Esto hace pensar que quizá podría establecerse una solución intermedia. El SERVEL recibe muchas críticas de parte de las personas que sienten vulnerado su derecho a la privacidad. Además, en muchos casos esta publicación ha generado consecuencias negativas, tales como “funas”, quedar expuestos a hechos de violencia, etc. Para evitar esta situación, podría transitarse de la transparencia activa a la transparencia pasiva. Esto es, publicar solo hasta la comuna, sin perjuicio de que las personas puedan, con su clave única y explicando la razón por la que requieren los datos, solicitar al SERVEL conocer los domicilios de determinadas personas. Esta posición intermedia ha sido respaldada por un acuerdo unánime del Consejo Directivo, a fin de intentar conciliar la necesidad de control social con el avance de las normas de protección de los datos de las personas. 

En cuanto a la segunda temática consultada a los partidos políticos, manifestó que de las exposiciones anteriores se deduce que existe bastante consenso en la necesidad de liberar a aquellas personas que, no habiéndose re-inscrito, se han mantenido por ya más de tres años en una condición de militantes suspendidos. 

Señaló que, en abril del año 2016, había 833 mil militantes en todos los partidos políticos vigentes a la fecha. Se re-inscribieron 57 mil antiguos militantes, y 750 mil de ellos no lo hicieron. Así, el quorum de militantes fue obtenido por los partidos políticos gracias a los militantes nuevos, que en esa época se incorporaban de acuerdo a su vía estatutaria. El número inicial se ha ido reduciendo con el tiempo, pero al día de hoy todavía quedan 365 mil personas en esa condición (suspendidos). 

Acotó que el año 2018 el Partido Igualdad liberó por la vía de la eliminación de los registros a sus militantes en esta condición. El año 2019 hicieron lo propio el Partido Radical (con más de 60 mil afiliados); el Partido País Progresista, el Partido Ecologista Verde y el Partido Humanista. Finalmente, el año 2020 más de 71 mil militantes fueron eliminados de los registros por el Partido Renovación Nacional. 

Por último, hizo ver que una modificación de esta naturaleza cobra especial relevancia en estos tiempos, y es importante avanzar en esa línea, ya que se aproximan cinco eventuales primarias, donde nuevamente habrá personas que concurran al acto eleccionario creyendo que son independientes. Esta situación se agravará de proceder la elección de convencionales constituyentes, donde seguramente muchas personas querrán presentarse como candidatos independientes, y se les deberá explicar que en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo segundo transitorio de la ley N°20.900, ello no es posible, porque pertenecen a un partido político, pero se encuentran con sus derechos suspendidos. Estos reclamos probablemente llegarán al TRICEL y cabe la posibilidad que, en virtud del derecho humano a elegir y ser elegido, se les permita a estas personas participar del proceso eleccionario. Al respecto, hizo un llamado a no iniciar un proceso constituyente tan relevante como el que se avecina, judicializando la posibilidad de ser o no candidato, para lo cual se debe tener absoluta claridad de quiénes son afiliados a un partido político y quiénes son independientes, debiendo considerar dentro de estos últimos a los 365 mil militantes que, hasta ahora, se encuentran en calidad de suspendidos. 

El diputado señor Longton consideró muy positivo que ninguno de los representantes de partidos políticos se haya opuesto a la idea de legislar sobre la situación de los militantes suspendidos, a fin de excluirlos de los respectivos padrones. 

Respecto de la publicación del domicilio de los electores, enfatizó que existen diferentes posturas, pero la que hace más eco, aparentemente, es la idea de transitar de la transparencia activa a la pasiva. Con todo, parece tener sentido la inquietud que manifestaba uno de los invitados en cuanto a la forma en que se ejercería el derecho de impugnar una situación eventualmente constitutiva de fraude electoral, como la de varias personas en un mismo domicilio, si esa información no se publica. 

Sobre el punto, manifestó la necesidad de encontrar una solución intermedia para conciliar debidamente la protección de datos personales con la necesaria transparencia. Una alternativa podría ser que esa información fuera proporcionada a una persona específica y responsable en cada partido político, ya que, si es solicitada a través de transparencia pasiva, ello obligaría a hacer una especie de “pesca de arrastre”. Al respecto, consultó al señor Santamaría si, solicitada la información vía transparencia pasiva, sería posible pedir la información respecto de todos los domicilios de los electores. 

Respondiendo la interrogante del diputado Andrés Longton, el señor Santamaría, del SERVEL, precisó que la idea no es negarles a los partidos políticos el conocimiento del domicilio de los electores (actualmente, por ley el SERVEL debe remitirles esa información, sin perjuicio de su publicación), pero lo que sí les complica es la publicación de los mismos en la página web del servicio. Esto podría equilibrarse manteniendo la obligación de entrega de esta información a los secretarios generales de los partidos políticos, pero que el resto de los ciudadanos pueda acceder a ella vía clave única y dando razón de la solicitud.  
                            ************

Concluida la etapa de audiencias, se votó la idea de legislar, siendo aprobada por asentimiento unánime, como consta en el capítulo de las menciones reglamentarias.

B)  En Particular
El proyecto de ley consta de 4 artículos. La Comisión dio el siguiente tratamiento a cada uno de ellos.
Previo a ello, la Secretaría hizo ver que la gran mayoría de las indicaciones al proyecto, tanto parlamentarias como del Ejecutivo, son inadmisibles por exceder sus ideas matrices. Sin embargo, si la Comisión considera que estas tienen un alcance amplio, en el sentido que el proyecto apunta en términos generales a modernizar el SERVEL, habría que despejar ese punto antes de entrar en la votación. 

Al respecto, el diputado señor Longton sostuvo que casi todas las indicaciones dicen relación con materias ya latamente debatidas en la Comisión en el marco de este proyecto como, por ejemplo, aquellas vinculadas con el padrón electoral. Agregó que todas ellas apuntan al objetivo declarado por el gobierno en el propio mensaje, en orden a “introducir modificaciones a la normativa electoral vigente con la finalidad de modernizar, actualizar y complementar aquellos ámbitos que sean necesarios en materia electoral”. Por tanto, a su juicio, es posible entender la idea matriz en forma amplia. Argumentó también que, respecto de muchas materias, ha habido un amplio acuerdo tanto con el Ejecutivo como con el SERVEL.  

La Presidenta, diputada señora Joanna Pérez, coincidió con su antecesor, y en los mismos términos se pronunció el resto de la Comisión, por lo que así fue acordado. 

                          Artículo 1

Incorpora las siguientes enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:
                              N°1

Su numeral 1 modifica el inciso primero del artículo 7 de la ley en referencia que, en lo pertinente, señala que El Servicio Electoral deberá comunicar a los nuevos electores el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a la siguiente elección o plebiscito, indicando la circunscripción electoral y la mesa receptora de sufragios donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral en Chile  consignado en el Registro Electoral.

La modificación propuesta consiste en agregar a la frase transcrita la siguiente: “Dicha carta certificada deberá comunicar al elector, la posibilidad de que éste informe al Servicio Electoral su preferencia para recibir notificaciones del Servicio por medios electrónicos, con indicación del mismo.”.
El numeral 1) dio lugar a la siguiente discusión:

El diputado señor Longton consultó de qué manera el nuevo elector informa al SERVEL su preferencia para ser notificado por medios electrónicos. Por otra parte, ¿cómo puede comunicar al SERVEL tal decisión una persona que no es nuevo elector? Al respecto, sugirió que ello se realice a través del sitio web del servicio, al tenor de lo que dispone el inciso segundo del artículo 7. 

El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santamaría, sostuvo que efectivamente no está resuelto el mecanismo por el cual el nuevo elector va a comunicar su voluntad al servicio. Habría que incorporar, en la misma carta certificada, la información relativa a alguna casilla electrónica del servicio, o bien otra fórmula con algún grado de seguridad, tanto para las personas que por primera vez van a ser incorporadas a un padrón para la elección siguiente, como para los electores que no son nuevos. 
El señor Máximo Pavez, del MINSEGPRES, indicó que los numerales 1, 2 y 3 del artículo primero del proyecto se refieren a la misma hipótesis, esto es, casos en los cuales el SERVEL debe tomar contacto con un elector, sea porque se trata de un nuevo elector, sea porque se trata de una persona a quien debe notificarse que se encuentra inhabilitada para ejercer su derecho a sufragio, o bien en el caso de un cambio de domicilio electoral. En las tres hipótesis, el elector podrá comunicarle al SERVEL que, en lo futuro, prefiere ser notificado por correo electrónico. 
Respecto de la consulta del diputado señor Longton, sostuvo que se trata de una cuestión fácilmente ejecutable desde la perspectiva administrativa, y es un punto que se puede regular al momento de la ejecución de la ley. Lo importante es avanzar en transformación digital y en disminución de costo, respecto de aquellos electores que así lo manifiesten. 

El diputado señor Longton planteó la conveniencia de que la vía para comunicar al SERVEL la decisión de ser notificado, en adelante, por correo electrónico, quede establecida en la ley, pudiendo hacerse una referencia a la clave única en el numeral 1, siendo ello aplicable a las hipótesis planteadas en los numerales 2 y 3 del artículo primero que, tal como señaló el representante del Ejecutivo, se basan en el mismo principio. 

La diputada señora Parra manifestó dudas respecto de la conveniencia de incorporar en la ley el mecanismo mediante el cual el elector comunicará al SERVEL su decisión de ser notificado por correo electrónico, ya que, así como puede ser a través de la utilización de la clave única, ello también podría hacerse de otra manera. Por tanto, se trata de una definición que bien podría quedar entregada al reglamento. 

El señor Santamaría, del SERVEL, señaló que muchos trámites que antes se realizaban solo de manera presencial hoy pueden hacerse vía on line, mediante la utilización de la clave única, por ejemplo, ingresar a un partido en formación, renunciar a un partido, cambiar de domicilio electoral, etc. De tal manera que se trata de un mecanismo que ya utiliza el SERVEL, sin perjuicio de que también dicha voluntad podría manifestarse de alguna otra forma, por ejemplo, presencialmente. 

Complementando lo anterior, el Director Nacional del SERVEL, señor Raúl García Aspillaga, opinó que la fórmula que se está planteando en este proyecto es adecuada, en términos de que, en la primera interacción que tenga el ciudadano con el SERVEL, podrá manifestar la forma en que querrá mantener comunicación con el organismo en adelante. La manera en que la persona informe al SERVEL cuál de las dos vías prefiere (carta certificada o correo electrónico) podría ser a su vez presencial o remota, mediante la utilización de clave única. 

Finalmente, respondiendo una consulta de la diputada señora Joanna Pérez (Presidenta), el Director Nacional del SERVEL confirmó que el organismo efectivamente estaría en condiciones de habilitar la utilización del sistema clave única para las hipótesis que plantea el proyecto. 

La Comisión aprobó por unanimidad este numeral. Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar, Trisotti y Pedro Velásquez.


N°2

Este modifica el artículo 23 de la ley precitada, que en lo pertinente establece que dentro del plazo que especifica el SERVEL deberá  informar a los electores que su derecho a sufragio ha sido suspendido o que han sido inhabilitados para votar en la siguiente elección, con indicación de la causa que dio origen a dicha suspensión o inhabilidad, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, a la casilla de correo electrónico informado por el elector que declare su domicilio electoral en el extranjero o, en su caso, al domicilio señalado por este, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 inciso tercero. 


La modificación consiste en sustituir la oración “mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, a la casilla de correo electrónico informado por el elector que declare su domicilio electoral en el extranjero o, en su caso, al domicilio señalado por éste, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 inciso tercero”, por la siguiente: “mediante medios electrónicos, en el caso que así lo hubiera solicitado el elector expresamente, o en su defecto, por medio de carta certificada enviada al domicilio consignado en el Registro Electoral; o a la casilla de correo electrónico informado por el elector que declare su domicilio electoral en el extranjero, o en su caso, al domicilio señalado por éste, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6.”.
A propósito de esta norma del proyecto, la diputada señora Pérez (Catalina) manifestó que si bien es comprensible la necesidad de modernizar el sistema de notificación, cuando se está frente a restricción de derechos fundamentales es esencial garantizar el máximo nivel de comunicación posible respecto de los electores que verán suspendido su derecho a sufragio. Por más que exista la voluntad de un ciudadano de ser notificado por correo electrónico, a su parecer la carta certificada resguarda, al menos de manera presunta, una mejor comunicación, lo que es importante tratándose de restricción de derechos fundamentales. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, enfatizó que la notificación vía correo electrónico operará solo si el elector así lo manifiesta. De lo contrario, se mantiene la notificación por medio de carta certificada. 

Frente a la intervención precedente, la diputada señora Pérez (Catalina) sostuvo que entiende perfectamente el espíritu de lo propuesto, pero es contraria a la idea de que una restricción de derechos fundamentales sea comunicada vía correo electrónico, debiendo asegurarse, por sobre el ejercicio de la voluntad individual, que la notificación sea mediante carta certificada, mecanismo que a su juicio constituye una mayor presunción de comunicación tratándose de la restricción de derechos. 

El señor Santamaría, del SERVEL, se refirió a la enorme cantidad de cartas certificadas que recibe de vuelta de Correos el organismo, con la consecuente pérdida de recursos que ello significa. Añadió que muchas veces los domicilios electorales no están actualizados y, por tanto, no son los correctos. 

El señor García, del SERVEL, coincidió con la aprensión de la diputada Catalina Pérez en el sentido que la trascendencia que tiene el hecho de ser notificado de una inhabilidad para sufragar es tal, que la sugerencia es que los mecanismos de comunicación con el habilitado sean lo más seguros posible. Sin embargo, la carta certificada, estadísticamente hablando, no evidencia ser el medio más seguro de comunicar una determinada situación electoral, toda vez que un porcentaje bastante elevado de las mismas no llegan a destino. Se trata de un porcentaje no menor de personas que a través de este mecanismo no se están informando de las comunicaciones del organismo. En este sentido, a su juicio, la fórmula que propone este proyecto en cuanto a entregar al ciudadano la definición respecto de la forma en que querrá ser notificado por el SERVEL, es la adecuada. 

La Comisión aprobó por simple mayoría el numeral en referencia. Votaron a favor las diputadas señoras Hernando, Luck y Joanna Pérez; y los diputados señores Berger, Longton, Morales y Trisotti; en contra lo hicieron las diputadas señoras Cicardini, Parra y Catalina Pérez; y los diputados señores Saldívar y Pedro Velásquez.

N°3

Este numeral reemplaza el inciso tercero del artículo 26, que dice textualmente:

“El Servicio Electoral deberá notificar al elector, mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral en Chile, que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar. A los electores cuyo nuevo domicilio se encuentre en el extranjero, se les notificará mediante correo electrónico a la casilla que se informe para tales efectos durante el cambio de domicilio o, en su caso, mediante carta certificada enviada al domicilio señalado por estos.”.
El texto sustitutivo propuesto dice así:
“El Servicio Electoral deberá notificar al elector que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar. Esta notificación se realizará mediante medios electrónicos en el caso que así lo hubiera solicitado el elector expresamente, o en su defecto, por medio de carta certificada enviada al domicilio consignado en el Registro Electoral. A los electores cuyo nuevo domicilio se encuentre en el extranjero, se les notificará mediante correo electrónico a la casilla que se informe para tales efectos durante el cambio de domicilio o, en su caso, mediante carta certificada enviada al domicilio señalado por éstos.”.
La Comisión aprobó por unanimidad este numeral. Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar, Trisotti y Pedro Velásquez.


N°4

El numeral en referencia modifica el artículo 31 de la ley, que en lo que concierne a este informe señala que cada uno de los padrones que elabore el SERVEL contendrá la nómina de los electores inscritos que reúnen los requisitos para ejercer el derecho a sufragio, dentro o fuera de Chile, “según corresponda”.

La enmienda se traduce en reemplazar la expresión “según corresponda” por la frase “y según lo dispuesto en el artículo siguiente, según corresponda.”. 
La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 4. Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra y Joanna Pérez (Presidenta); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar, Trisotti y Pedro Velásquez.


N°5
Este agrega el siguiente artículo 31 bis en la ley en mención:

“Artículo 31 bis.- Previo a la elaboración del Padrón Electoral al que se refiere el artículo 32, de electores que sufraguen en territorio nacional, el Servicio Electoral deberá confeccionar una nómina especial que singularizará a los electores que no serán considerados inicialmente en él, de conformidad a lo señalado en este artículo. 

Esta nómina contendrá a los electores mayores de 90 años que no contaren con su documento de identidad vigente, por no haber obtenido o renovado su cédula nacional de identidad, cédula de identidad para extranjeros o pasaporte, en los últimos 11 años, de acuerdo a la información que al respecto obtenga el Servicio Electoral desde el Servicio de Registro Civil e Identificación, y que además no hayan votado en las últimas dos elecciones.
El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico la referida nómina especial, ciento cuarenta días antes de la elección o plebiscito, la que estará a disposición del público, y podrá ser consultada por línea telefónica. 

En el mismo plazo, el Servicio Electoral deberá notificar a las personas incluidas en la referida nómina, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, la circunstancia de haberse incluido su nombre en la nómina especial de aquellos electores que no serán considerados inicialmente en el referido Padrón Electoral.

Las personas que figuren en dicha nómina podrán reclamar ante el Servicio Electoral del hecho de haber sido incluidas en ella, en un plazo de diez días corridos desde la publicación de la nómina en el sitio electrónico del Servicio. La reclamación se presentará ante el Director del Servicio Electoral, acompañando los antecedentes en que ésta se funde, presencialmente o por el sitio electrónico del Servicio. El Director deberá resolver las reclamaciones que se interpongan dentro de un plazo de cinco días hábiles contados desde la recepción del reclamo. En caso de acogerse la reclamación, se modificará la nómina eliminando el nombre del reclamante, el que será incorporado en el referido Padrón Electoral, cuando proceda.

De esta forma, para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 32, el Servicio Electoral no considerará a las personas individualizadas en la nómina especial que trata el presente artículo, salvo que se hubiere dado lugar a la reclamación señalada en el inciso precedente, según corresponda. 

A la nómina especial a que se refiere este artículo le será aplicable lo dispuesto en el inciso tercero, cuarto y quinto del artículo 33; en el inciso segundo, tercero y cuarto del artículo 34 y el artículo 35.”.
Este artículo nuevo recibió una indicación de las diputadas señoras Hernando, Parra, C. Pérez y J. Pérez, la cual motivó que la Comisión escuchara la opinión sobre la materia de la directora de Londres 38, Espacio de Memorias, señora Erika Hennings; y de la Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (AFDD), señora Lorena Pizarro. 
No obstante haber sido retirada la indicación por quienes la suscribieron, se reproduce su texto pues él -como queda dicho- sirvió de base para las exposiciones de las representantes de Londres 38 y de la AFDD; y para otra indicación, que se verá en su lugar. 
La indicación retirada proponía agregar el siguiente inciso final al mencionado artículo 31 bis. 

“El Servicio Electoral deberá velar porque las personas víctimas de desaparición forzada o detenidas desaparecidas, individualizadas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Conciliación y en el Informe de la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, que figuren como inscritas en el Registro Electoral, no figuren en los padrones electorales que se determinen para cada elección o plebiscito.”.
La señora Hennings expresó que la propuesta de que las víctimas de desaparición forzada no figuren en los padrones electorales adolece de problemas y es insuficiente para las necesidades de reparación que requieren tanto los familiares como la sociedad en su conjunto, haciendo presente las siguientes observaciones:

1.- En primer término, la "desaparición forzada" puede ser conceptualizada como “cualquier forma de privación de libertad que sea obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”.

La desaparición forzada es un ilícito permanente, que se comete hasta que se obtenga información sobre la suerte y paradero de la persona desaparecida. Si la persona desaparecida está viva, la desaparición se prolonga hasta que sea puesta en libertad y se restablezca su protección jurídica. Si la víctima ha muerto, en cambio, la desaparición concluye cuando se localizan, identifican científicamente y restituyen sus restos mortales o se reconstruye de una manera fidedigna y con certeza su destino en caso de que se compruebe por todos los medios disponibles la imposibilidad de recuperación de sus restos.

Así, la negativa de información y/o el encubrimiento sobre el destino y el paradero de la víctima es el elemento distintivo de la desaparición, que permite diferenciarla de otros crímenes, como el secuestro, la detención ilegal o una ejecución.

De ahí que sea una obligación esencial del Estado y de todas sus instituciones, investigar, perseguir y sancionar a los responsables, así como establecer la verdad de lo ocurrido y buscar a la víctima desaparecida.

2.- Frente a delitos de esta magnitud y perpetrados por el Estado, se hace necesario tener presente que los Estados están obligados a reparar a quienes han sufrido vulneración de derechos humanos. El carácter de la reparación a las víctimas y familiares de violaciones de los derechos humanos debe ser integral, tal como lo consideran diversos instrumentos y la jurisprudencia internacionales.

En Chile, las políticas de reparación han sido deficientes y no han respondido a las necesidades de las víctimas ni de la sociedad. Así, por ejemplo, es posible observar que los procesos judiciales carecen de vías expeditas y eficaces para la investigación de los hechos y condenas inadecuadas para los responsables en cuanto a la gravedad del delito.

El Estado chileno ha incumplido constantemente las obligaciones de verdad y esclarecimiento de los hechos. Esto es palmario ante la falta de una política estatal seria y efectiva para efectos de la búsqueda e identificación de quienes sufrieron la desaparición forzada.

En específico, han pasado casi 5 décadas en que más de mil personas fueron desaparecidas por agentes estatales, sin que hasta la fecha se tenga conocimiento de su destino final y las circunstancias de estas, generando un sufrimiento constante para sus familiares como a la sociedad toda. Las políticas llevadas a cabo por el estado chileno dan cuenta de tamaña deuda.

3.- En este aspecto, se hace relevante tener presente que la indicación que busca la exclusión del padrón electoral debe analizarse en el contexto de un estado que no ha sabido dar respuesta al tema de fondo, que es el destino final de quienes se encuentran desaparecidos. En ello no debe perderse de vista que la mera exclusión del padrón no puede ser algo satisfactorio ya que, nuevamente, desde una perspectiva administrativa y simbólica, las víctimas de desaparición forzada vuelven a ser invisibilizadas por el Estado chileno.

4.- La exclusión de los padrones electorales de los detenidos desaparecidos es una demostración palmaria de los efectos propios de las violaciones a los derechos humanos, en la cual la institucionalidad del Estado no ha sabido dar respuesta de carácter reparatorio, ni reformar los diferentes obstáculos legales que afectan a la memoria de víctimas y de sus familiares.

A nivel comparado es dable observar la experiencia de Argentina, en virtud de cuya legislación se consigna en los padrones electorales la condición de “ausente por desaparición forzada” de quienes la sufrieron. 

Por ende, existen otras alternativas más coherentes y eficaces para efectos de dar respuesta a la situación que aqueja a quienes se encuentran en calidad de detenidos desaparecidos, cuya solución no va por la exclusión del padrón, sino en consignar la calidad de ausente por sufrir la desaparición forzada de parte del Estado.

5.- Finalmente, es posible sintetizar que la indicación propuesta es ampliamente deficitaria. En primer lugar, debe tenerse presente que Chile tiene una deuda histórica al carecer de políticas que generen mecanismos de reparación integral. En segundo lugar, relacionado con el punto anterior, el Estado chileno no ha solucionado el problema de fondo, que es contar con una política real y efectiva en la búsqueda e identificación de quienes se encuentran en calidad de detenidos desaparecidos. En tercer lugar, debe tenerse presente la necesidad de rechazar propuestas legales que impongan formas análogas a la declaración de muerte presunta o que busquen invisibilizar, minimizar, negar o relativizar el hecho de la desaparición forzada y sus circunstancias. En cuarto punto, se hace relevante mencionar la experiencia comparada, que acoge como solución la consignación de la condición de ausente y no la exclusión del padrón electoral, lo que es más acorde al hecho que no se tenga información de las víctimas de actos criminales realizados por agentes estatales.

Por estas consideraciones, el efecto de excluir del padrón electoral no sería apropiado; por el contrario, la mera exclusión corresponde a una nueva forma de negar o minimizar los hechos del desaparecimiento. Sería un mecanismo formal de volver a invisibilizar los crímenes cometidos. En ese aspecto, se hace relevante que el mecanismo escogido no sea la exclusión del padrón electoral, sino que se consigne que las víctimas de desaparición forzada están ausentes, puesto que fue el Estado y sus agentes quienes cometieron actos criminales que han llevado a que, hasta la fecha, no se tenga información del destino final de las mismas. 
Por su parte, la Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (AFDD), señora Lorena Pizarro Sierra dijo, en síntesis, que entendiendo las mejores intenciones de las autoras de la indicación respecto de las personas víctimas de desaparición forzada a objeto de resolver la depuración del padrón electoral producto de la votación voluntaria que rige desde fines de la década pasada, sostuvo que con esto nuevamente queda en evidencia cómo se enfrenta la realidad de los detenidos desaparecidos. Eliminarlos del padrón significa invisibilizarlos y, en alguna medida, volver a legitimar su desaparición. Además, se les retira sin ninguna razón, ya que legalmente son personas que no están ni vivas ni fallecidas. 
Agregó que el Estado debe hacerse cargo de asumir y enfrentar esta situación, y el Parlamento también, mediante formas de reparación que de verdad reivindiquen la lucha que se ha dado, primero, porque se les deje de llamar “presuntos” y, finalmente, porque la verdad total y la justicia plena sean una realidad. 

El aspecto que aborda esta indicación es, sin duda, parte de esas demandas. Enfatizó que la tarea de las organizaciones de derechos humanos ligadas a este tema se ha centrado en la verdad, la justicia, la memoria y la reparación, y la memoria no se construye invisibilizando, sino que asumiendo lo ocurrido. Por ello, particularmente respecto de la indicación en debate, sostuvo que las personas víctimas de desaparición forzada debiesen mantenerse en el padrón, señalándose que son ausentes por desaparición forzada. 

Sin embargo, hay una tarea que es mayor, y que debe resolverse de una vez por todas, que dice relación con la necesidad de que el Estado de Chile establezca la calidad civil de ausente por desaparición forzada. En Chile hay personas vivas, fallecidas y ausentes por desaparición forzada. Aunque algunos sostengan que una solución como la que se propone es imposible, hizo ver que desde el día en que el Estado hizo desaparecer personas, debe hacer todo lo posible para reparar, ya que mientras no se genere una solución al respecto, las personas detenidas desaparecidas seguirán figurando como personas vivas, aun cuando pasen cientos de años. Por tanto, es un tema del que hay que hacerse cargo, así como ocurrió con la legislación que permite a los familiares de las víctimas resolver temas civiles (herencias, nuevas nupcias, etc.) mediante la figura de la ausencia por desaparición forzada. 

Enfatizó que parte de la reparación consiste que el Estado asuma que en este país hay más de mil personas que legal y civilmente no están vivas ni muertas, sino que están ausentes por desaparición forzada, lo que permite reconocer el crimen brutal que se cometió contra ellos, pero también dar una señal a las nuevas generaciones que debemos hacernos cargo de las atrocidades que se cometieron durante 17 años de dictadura. 

Concluidas las exposiciones de ambas invitadas, la diputada señora Parra, junto con agradecer su concurrencia, explicó que la intención de las autoras de la indicación era precisamente visibilizar el tema. Sin embargo, en atención a las clarificadoras intervenciones, han decidido reemplazar la indicación por otra que mandata al SERVEL a velar porque las personas víctimas de desaparición forzada o detenidas desaparecidas figuren en los padrones electorales en calidad de “persona ausente por desaparición forzada”, en los casos en que así se haya calificado. Esta sería una señal importante de reconocimiento explícito a esta situación que ha estado invisibilizada. 

El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santamaría, celebró la indicación mencionada por la diputada señora Parra, afirmando que el mantener en el padrón electoral a las personas ausentes por ser víctimas de desaparición forzada, haciendo referencia a esa condición, es la única forma razonable de mantener vivo este tema. 

Acotó que la legislación argentina a este respecto constituye un gran avance. En cuanto a la normativa nacional actual, señaló que es posible que se requiera un ajuste, pero el hecho que las personas detenidas desaparecidas que así han sido calificadas sigan apareciendo en los padrones, es una forma de rendir cierta reparación desde lo electoral. No es aceptable que, por un acto meramente administrativo, o por la omisión de una acción, se retire del padrón a personas cuyo destino aun no es reparado. Para el SERVEL este tema no es indiferente y con esta iniciativa de alguna manera colaboran con la reparación de una realidad vivida que generó un tremendo dolor y sufrimiento a muchas familias. 

El señor Pavez, del Ejecutivo, indicó que el nuevo artículo 31 bis que se propone incorporar en la ley N°18.556 es uno de los pilares del proyecto,  y está referido a la depuración del padrón. La norma, subrayó, fue  trabajada conjuntamente con el SERVEL. La idea es establecer una fórmula para que no figuren en el padrón personas que, evidentemente, no van a ir a votar. Lo que se propone es no eliminar a nadie del padrón, sino que elaborar una nómina especial incluyendo a todos los electores mayores de 90 años, que no contaren con su documento de identidad vigente por no haberlo renovado en los últimos 11 años, y que no hayan votado en las últimas dos elecciones. Esta nómina será publicada en el sitio web del SERVEL 140 días antes de la elección o plebiscito, estableciéndose un procedimiento de reclamo para el evento en que alguien quiera ser retirado de la misma. 

La Comisión aprobó por simple mayoría el nuevo artículo 31 bis; conjuntamente, y por la misma votación, con una indicación de las diputadas señoras Parra y Pérez (Joanna), que incorpora el siguiente inciso final en el referido artículo:
“El Servicio Electoral deberá velar porque las personas víctimas de desaparición forzada o detenidas desaparecidas, individualizadas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y en el Informe de la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, que figuren como inscritas en el Registro Electoral, figuren en los padrones electorales que se determinen para cada elección o plebiscito con la calidad de "Persona Ausente por Desaparición Forzada.".

Votaron a favor los diputados (as) Daniella Cicardini, Marcela Hernando, Andrés Longton, Celso Morales, Andrea Parra, Catalina Pérez, Joanna Pérez y Raúl Saldívar. Votaron en contra el diputado Bernardo Berger; y se abstuvieron la diputada Karin Luck y el diputado Renzo Trisotti. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, dijo comprender el espíritu de una indicación como la referida. Sin embargo, agregó, la lógica de poder disponer de un padrón “no abultado” tiene varios objetivos: evitar fraudes, evitar costos para el Estado, etc. Por ello, para el Ejecutivo lo ideal es que el padrón quede lo más depurado posible, eliminándose de él a todos quienes, evidentemente, no podrán votar. Al respecto, sostuvo que no es precisamente en el padrón electoral donde debiese figurar una especie de “homenaje” a este grupo de personas, por más legítimo que sea. 
                              N° 5 bis
Corresponde a una indicación del Ejecutivo, que modifica el artículo 33 de la ley, que en la parte pertinente (inciso cuarto) dice que los padrones electorales con carácter de auditado y las nóminas auditadas de inhabilitados deberán ser publicados por el Servicio Electoral en su sitio web con noventa días de antelación a la fecha que deba verificarse una elección o plebiscito.

La enmienda consiste en incorporar en el inciso final del artículo 33, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, la publicación a que se refiere el inciso anterior no contendrá la información relativa al número de rol único nacional, sexo ni domicilio electoral de los electores.”.
Al respecto, se produjo el siguiente debate.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, recordó que existen tres padrones: el provisorio, el auditado y el definitivo. De acuerdo a la legislación vigente, algunos aspectos del contenido del padrón electoral, que incluye el nombre, sexo, domicilio y Rut del elector, deben publicarse en la página web del SERVEL. Añadió que las indicaciones del Ejecutivo a los artículos 33, 34 y 35 de la LOC sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, posibilitan que el órgano electoral pueda omitir de la publicación del respectivo padrón la información relativa al Rut, sexo y domicilio de los electores, a fin de resguardar dichos datos personales. 

Precisó que los artículos mencionados se refieren a los padrones que el SERVEL debe publicar en su página web, situación que es distinta a la entrega del padrón a los partidos políticos y a la solicitud que de él puede hacer cualquier persona.

Las tres indicaciones referidas persiguen el mismo objetivo. 

El señor Santamaría, del SERVEL, observó que los partidos políticos seguirían recibiendo el padrón completo, con todos los datos, incluidos los que por la vía de esta indicación se están eliminando de la publicación. Asimismo, subsistirá la posibilidad de que cualquier persona pueda solicitar copia del padrón completo. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, diferenció tres situaciones: el padrón completo que se le remite a los partidos políticos; el padrón completo que puede pedir cualquier particular, y los padrones que se publican en la página web del SERVEL.

La idea de las indicaciones suscritas por el Ejecutivo a los artículos 33, 34 y 35, es resguardar que los padrones provisorios, definitivos y auditados que el SERVEL debe publicar, por mandato de la ley, no contengan información sensible.  

El problema que plantea el Presidente del Consejo Directivo del SERVEL es distinto, sin perjuicio de que también puede abordarse en este proyecto. En efecto, el Ejecutivo se comprometió nuevamente a buscar junto al SERVEL algún mecanismo para impedir que, cuando un particular solicite el padrón, pueda acceder a los datos que se intenta resguardar, o bien que dicha petición sea fundada. 

Finalmente, en su opinión, es totalmente razonable que los partidos políticos puedan contar con el padrón electoral completo.

La diputada señora Joanna Pérez (Presidenta) consultó al Ejecutivo por los datos del padrón que quedarían sujetos a publicación, en el evento de aprobarse las indicaciones a los artículos 33, 34 y 35. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, señaló que dichos datos serían: los nombres y apellidos del elector, circunscripción electoral, comuna, provincia y región. 

El diputado señor Longton consultó por la razón que justifica la entrega del padrón completo a los partidos políticos; y si acaso no sería conveniente que estos organismos pudiesen acceder al padrón completo explicitando algún motivo fundado como, por ejemplo, detectar algún tipo de fraude o delito electoral. También hizo ver que nada impide a los partidos políticos distribuir el padrón completo a otras personas, con lo que se frustra el objetivo de esta modificación. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, insistió en que el criterio del Ejecutivo es que los padrones que el SERVEL está obligado a publicar en su página web no debieran contener información sensible. 

Respecto a lo regulado en el inciso quinto del artículo 32, esto es, la entrega del padrón completo por parte del SERVEL a los partidos políticos, por una parte; y la posibilidad de que cualquier particular, previo pago de los costos directos de reproducción, pueda también acceder al padrón completo, a juicio del Ejecutivo tiene sentido, por motivos de fiscalización respecto de posibles fraudes electorales (por ejemplo, cantidad excesiva de personas domiciliadas en un mismo lugar). Sin perjuicio de ello, manifestó su disposición para precisar la fórmula de obtención del padrón, buscando algún mecanismo de “filtro”, tratándose de los particulares. 

Sometida a votación la indicación, fue aprobada por unanimidad. Participaron de la votación los diputados (as) Bernardo Berger, Daniella Cicardini, Marcela Hernando, Andrés Longton, Karin Luck, Andrés Molina, Celso Morales, Andrea Parra, Catalina Pérez, Joanna Pérez, Raúl Saldívar y Renzo Trisotti.   
                           N°5 ter
Este numeral obedece, asimismo, a una indicación del Ejecutivo, que modifica el artículo 34 de la ley en referencia, que en la parte que concierne a este informe establece en su inciso final que serán aplicables a los padrones y nóminas antes mencionados las disposiciones contenidas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 32. 
La enmienda consiste en incorporar la frase: “Con todo, la publicación a que se refiere el inciso anterior no contendrá la información relativa al número de rol único nacional, sexo ni domicilio electoral de los electores.”. Cabe señalar que el inciso anterior a que alude la indicación prescribe que el SERVEL publicará en su sitio web, con al menos sesenta días de anticipación a la fecha en que deba verificarse una elección o plebiscito, los padrones electorales con carácter de definitivo, que contengan las nóminas de electores con derecho a sufragio en la respectiva elección o plebiscito, que lo ejerzan dentro o fuera de Chile, según corresponda, y las nóminas definitivas de electores inhabilitados.

Sometida a votación la indicación, fue aprobada por unanimidad, por la misma votación anterior (12 a favor).


N°5 quater
Corresponde también a una indicación del Ejecutivo, que modifica el artículo 35, que en su texto en vigor señala -en síntesis- que el SERVEL deberá publicar en su sitio web las modificaciones efectuadas a los padrones electorales y a las nóminas de inhabilitados. 

La modificación se traduce en incorporar, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Lo anterior, con el debido resguardo de los datos personales de quienes figuren en ellos, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°19.628, sobre protección a la vida privada.”.

Sometida a votación la indicación, ella fue aprobada por unanimidad, por la misma votación anterior (12 a favor).


N°5 quinquies
Este numeral, que constituye también una indicación del Ejecutivo, modifica el artículo 43 de la ley en mención, que en lo sustancial establece que una vez determinados los padrones electorales con carácter de provisorios y las nóminas provisorias de inhabilitados conforme al artículo 32 de esta ley, las empresas de auditoría procederán a su revisión, que tendrá por objeto entregar una opinión respecto de si ellos cumplen con lo dispuesto en la ley. Terminada la revisión elaborarán un informe que deberá ser emitido ochenta días antes de la elección o plebiscito.

La modificación consiste en sustituir el vocablo “ochenta” por “cien”.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que la indicación obedece a que el SERVEL tiene 90 días para publicar el padrón electoral definitivo, por lo que cuenta con un plazo muy justo para poder revisar las observaciones de la empresa de auditoría. Lo ideal, entonces, es que la empresa emita antes su informe, para que el órgano electoral pueda revisarlo debidamente. 

Sometida a votación la indicación, ella fue aprobada por unanimidad, por la misma votación anterior (12 a favor). 

N°5 sexies
Este numeral nuevo corresponde a una indicación del Ejecutivo, que modifica el inciso tercero del artículo 49, que dice en su texto en vigor que el Tribunal citará dentro de cinco días al reclamante y a la persona o personas cuya exclusión se pide, las que no estarán obligadas a asistir, pudiendo concurrir con todos sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el padrón. 

Al respecto, se propone sustituir la frase “Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el padrón” por la oración: “Para efectos de la notificación, el Tribunal podrá oficiar al Servicio Electoral a fin de que proporcione el domicilio de la persona o personas cuya exclusión se pide. En cualquier caso, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas respecto de las cuales se interpone la reclamación.”.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que, de acuerdo a la normativa vigente, cuando hay un proceso de reclamación para excluir a determinadas personas del padrón, el reclamante debe notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el padrón. La indicación del Ejecutivo propone otorgar una herramienta al SERVEL para que el Tribunal pueda oficiar al órgano electoral a fin de que sea este quien proporcione el domicilio de la persona que sea sujeto de la reclamación. Esto porque muchas veces el reclamante puede no saber cuál es su domicilio actual. La idea es hacer más expedito el trámite de reclamación. Finalmente, apuntó que el SERVEL está de acuerdo con esta modificación. 

Sometida a votación la indicación, ella fue aprobada por unanimidad, por la misma votación anterior (12 a favor). 


N°6

Este numeral sustituye el inciso tercero del artículo 51, que en su texto en vigor estipula que “La resolución (fundada del SERVEL) determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en el caso de circunscripciones en el territorio nacional, en un periódico de la localidad respectiva y, si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran, o en el caso de circunscripciones en el extranjero.
El texto de reemplazo del aludido inciso es el que sigue:
“La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el sitio electrónico del Servicio Electoral. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran, o en el caso de circunscripciones en el extranjero.”.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que la propuesta de este numeral es reemplazar la publicación de la resolución que determina el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones, que debe hacer el SERVEL en el Diario Oficial -lo que implica un costo para el fisco-, por publicaciones en el sitio web del Servicio. Esto forma parte del proceso de  transformación digital del Estado.   

Sometido a votación el numeral en mención, fue aprobado por unanimidad, por la misma votación anterior (12 a favor).




N°6 bis

Este numeral corresponde a una indicación de la diputada señora Hernando, que incorpora las siguientes modificaciones en el artículo 54, que establece la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres UTM en las situaciones que especifica.
a) Reemplaza la expresión “una a tres” por “diez a cien”.

Fue aprobada por unanimidad (10), con los votos de las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Saldívar y Trisotti.

b) Sustituye el numeral 4, que en su texto actual sanciona al que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o de los padrones electorales.
La norma de reemplazo dice así: “4.- El que use para fines distintos de los electorales o académicos, buscando cualquier otro beneficio o rédito, los datos del Registro Electoral o de los padrones electorales.”.  

Fue aprobada por unanimidad, con los votos de las diputadas señoras Hernando, Luck y Pérez (Joanna); y de los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti. 
La autora de la indicación, diputada señora Hernando, explicó que la modificación al encabezamiento del artículo en comento obedece a una de las sugerencias que hizo recientemente el Consejo para la Transparencia. Agregó que el artículo 54 de la ley N°18.556 sanciona con pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales a quienes cometan las siguientes conductas:

1.- El que, al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona.

2.- El que, al declarar o actualizar domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, proporcione datos falsos o un domicilio electoral diferente de los permitidos en el artículo 10.

3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan.

4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o de los padrones electorales.

El señor Pavez, del Ejecutivo consideró interesante la indicación. Comentó que hace unos días apareció en la prensa la noticia de que 824 personas dieron la misma dirección en Playa Ancha, comuna de Valparaíso (calle Gran Bretaña, sin número), lo que motivó una presentación por presunto fraude electoral ante la Fiscalía de Valparaíso. También se registró el caso de 1.000 personas con domicilio en Puerto, sin una dirección específica. A la luz de estos antecedentes, y para poner término a la práctica del “acarreo”, consideró pertinente la propuesta de aumento de multa para las conductas que contempla el artículo 54 de la ley N°18.556. 

El señor Santamaría, del SERVEL apoyó también la indicación. Comentó que desde el año 2013 el organismo ha establecido controles -más allá del control social- y se ha querellado en aquellas comunas donde se han dado aumentos inusitados de votantes. Hay personas cumpliendo condenas por haber fomentado un cambio irregular de domicilio, particularmente en el norte del país. Por último, sostuvo que el organismo estará pendiente de los aumentos en el electorado, sobre todo tratándose de las elecciones municipales, y no dudará en presentar las querellas del caso, a fin de contribuir al ejercicio transparente de la democracia. 



   Artículo 2
El artículo 2 del proyecto incorpora las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:

         N°1
Este modifica el inciso final del artículo 72 de la ley, que en su texto vigente señala que el número de concejales por elegir en cada comuna o agrupación de comunas, en función de sus electores, será determinado mediante resolución del Director del Servicio Electoral. Para estos efectos, se considerará el registro electoral vigente siete meses antes de la fecha de la elección respectiva. La resolución del Director del Servicio deberá ser publicada en el Diario Oficial dentro de los diez días siguientes al término del referido plazo de siete meses, contado hacia atrás desde la fecha de la elección.
La enmienda propuesta consiste en reemplazar la expresión Diario Oficial por la frase “sitio electrónico de ese Servicio”.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que, de acuerdo a la normativa vigente, la resolución del SERVEL que determina el número de concejales a elegir en cada comuna debe publicarse en el Diario Oficial. La propuesta del mensaje es reemplazar dicha forma de publicación por una en el sitio electrónico del Servicio. 

Sometido a votación el numeral 1, fue aprobado por unanimidad (12).
Participaron en la votación los diputados (as) Berger, Cicardini, Hernando, Longton, Luck, Molina, Morales, Parra, Pérez (Catalina), Pérez (Joanna), Saldívar y Trisotti.   

N°2
Este  numeral modifica el inciso tercero del artículo 112 de la ley, que prescribe que la determinación del número mínimo de patrocinantes de candidaturas independientes a alcalde o concejal la hará el Director del SERVEL mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial con la antelación que indica. 

La enmienda consiste en reemplazar la expresión  “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico de ese Servicio”.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que, de acuerdo a la normativa vigente, la resolución del SERVEL que determina el número mínimo necesario de patrocinantes de candidaturas de independientes a alcalde o concejal, debe publicarse en el Diario Oficial. La propuesta del mensaje, al igual que en el caso anterior, es que dicha publicación se haga en el sitio web del Servicio. 

La Comisión aprobó por unanimidad este numeral (12).
Tras aprobar el numeral 2 del artículo 2, la Comisión discutió una indicación de la diputada señora Joanna Pérez, que proponía modificar el artículo 113 de la ley, que en lo pertinente estatuye en su inciso primero que el patrocinio de candidaturas independientes a alcalde o concejal deberá suscribirse ante un notario público de la respectiva comuna, por ciudadanos habilitados para votar en la misma. 

La indicación intercala el siguiente inciso segundo: “Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el patrocinio de candidaturas a que se refiere este artículo podrá suscribirse electrónicamente ante el Servicio Electoral, quien deberá habilitar una plataforma que permita cumplir en tiempo y forma con este requisito.”.
No obstante haber sido rechazada la indicación por falta de quorum, y así se consigna en el capítulo correspondiente de este informe, ella generó un amplio debate, cuya síntesis es la siguiente.
Su autora -la diputada señora Joanna Pérez, como se dijo- argumentó que ella tiene por objeto brindar a los candidatos independientes las mismas condiciones que tienen los partidos políticos, permitiendo la suscripción del patrocinio de sus candidaturas vía clave única. Añadió que, especialmente en momentos de pandemia, se hace necesaria la utilización de las vías digitales de que se dispone; y que este es un tema que fue conversado con el SERVEL.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, solicitó escuchar la opinión del SERVEL, pues a su juicio la indicación podría involucrar gasto. También es importante conocer si el órgano electoral estaría en condiciones de implementarlo. Afirmó que, salvo dichos aspectos, el Ejecutivo no tendría una objeción a priori con la indicación. 

El señor Santamaría, del SERVEL, sostuvo que en los últimos años el organismo ha ido avanzando en una serie de trámites vía on-line, sobre la base de la clave única. Ahora bien, la indicación propuesta implica un cierto gasto, toda vez que se deberá adecuar la plataforma digital. Añadió que el SERVEL ya ha desarrollado un sistema que permitirá declarar las candidaturas parlamentarias en forma digital en las próximas elecciones, de modo que, salvo el tema presupuestario -en el caso que la implementación de la propuesta significara un gasto mayor-, no ve mayores inconvenientes con la indicación.

La diputada señora Joanna Pérez enfatizó la necesidad de abrir los procesos democráticos también a los independientes, especialmente en período de pandemia, donde se dificulta el trabajo de obtener las firmas necesarias para el patrocinio. Agregó que el Ejecutivo ha estado encaminando un proceso de modernización del aparataje público mediante la utilización de la clave única, por lo que solicitó al Ejecutivo considerar esta propuesta.

El diputado señor Morales solicitó al SERVEL mayor precisión respecto a si el organismo estaría en condiciones de implementar lo que propone la indicación, sin incurrir en mayor gasto. De ser positiva la respuesta, la Comisión entonces podría aprobarla. 

El diputado señor Longton opinó que esta situación difiere de las anteriores, en las que se reemplaza la publicación de determinadas resoluciones del SERVEL en el Diario Oficial por la publicación de las mismas en su sitio electrónico. En efecto, hizo ver que, en este caso, tanto el notario público como el oficial del Registro Civil son ministros de fe respecto de la suscripción de patrocinio de candidaturas independientes, lo que cobra especial relevancia para efectos de la certeza jurídica y la fe pública que debe acompañar estos procesos. 

La diputada señora Parra apuntó que la suscripción electrónica que propone la indicación se materializaría a través del uso de la clave única, haciendo hincapié en que se trata de un mecanismo que el propio gobierno ha promovido para facilitar una serie de trámites que, hasta hace poco, debían hacerse ante un ministro de fe. Se trata, por tanto, de un sistema validado, que ya se utiliza en otros ámbitos de la legislación nacional y que el propio Estado ha promovido. 

El señor Pavez, del MINSEGPRES, acotó que mediante la utilización de clave única no se acredita la identidad de la persona, cuestión que sí ocurre ante un ministro de fe. Por tanto, eventualmente bien se podría recoger una gran cantidad de claves únicas y con ello patrocinar una candidatura independiente. Añadió que la clave única es equivalente a una identidad digital para poder acceder a un trámite, pero no para dar fe de la firma o suscripción de un documento o contrato. Con todo, manifestó comprender el espíritu de la indicación, haciendo sí el alcance que esta es una ley permanente, por lo que no es conveniente centrarse en las dificultades que actualmente está generando la pandemia. Además de ello, argumentó que una modificación en este sentido podría generar cierta incerteza jurídica. 

El señor Santamaría, del SERVEL, manifestó que actualmente, los partidos en formación, mediante la utilización de la clave única, pueden cumplir con el quorum que se exige para su existencia. Es decir, de alguna manera, la clave única ha venido a sustituir el rol del notario o ministro de fe. Los partidos políticos que solo tienen vigencia en algunas regiones y pretenden extenderse a otras, también lo pueden hacer vía clave única. A su juicio, esta sería una forma de otorgar un tratamiento igualitario a las candidaturas independientes. Ahora bien, evidentemente esta propuesta generaría cierto gasto, cuyo monto habría que establecer en su momento. En efecto, requeriría el desarrollo de una plataforma digital diferente, tal como ya se ha hecho para los múltiples trámites on-line que es posible hacer en la página web del SERVEL. 

El diputado señor Morales consultó al Ejecutivo si persevera en su aprensión, luego de la explicación del SERVEL, en el sentido que el sistema de clave única ya se estaría utilizando para otras gestiones que antes requerían de ministro de fe. 

La diputada señora Joanna Pérez (Presidenta) hizo presente que esta misma indicación está propuesta para las candidaturas independientes respecto de todo tipo de elecciones. Por otra parte, señaló que la indicación plantea la suscripción electrónica del patrocinio de candidaturas independientes como una alternativa, manteniéndose el inciso primero de la norma, que se refiere a la suscripción ante notario público u oficial del Registro Civil. Finalmente, hizo un llamado a confiar en la buena fe de las personas, sin pensar en que la clave única será utilizada para torcer el sistema. Si el Estado ha confiado en la clave única para otorgar un beneficio tan importante como el Ingreso Familiar de Emergencia, por ejemplo, no tendría por qué no hacerlo en este caso. 

    N°3
El numeral en referencia modifica el inciso primero del artículo 115 de la ley, que declara que e El Director Regional del SERVEL, dentro de los diez días siguientes a aquél en que venza el plazo para la declaración de candidaturas, deberá, mediante resolución que se publicará en un diario de los de mayor circulación en la región respectiva, aceptar o rechazar las que hubieren sido declaradas.
La enmienda consiste en sustituir la frase “un diario de los de mayor circulación en la región respectiva”, por la siguiente: “el sitio electrónico del Servicio Electoral”.

La Comisión rechazó por asentimiento unánime (10) este numeral y, por otra parte, aprobó por el mismo quorum una indicación de las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck y Pérez (Joanna), y de los diputados señores Longton y Molina, que modifica también el inciso primero del artículo precitado, en orden a intercalar entre las expresiones “en la región” y  “respectiva”, la siguiente: “o provincia”.
Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti.
           Artículo 3
Este artículo del proyecto modifica varios preceptos del decreto con fuerza de ley N°2, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:
N° Nuevo 

Este modifica el artículo 3 de la ley en mención, que en su texto en vigor dice lo que sigue: 
“Artículo 3.- Las declaraciones de candidaturas deberán efectuarse por escrito, para cada acto eleccionario, ante el Servicio Electoral quien les pondrá cargo y otorgará recibo. 

Las declaraciones deberán efectuarse por el presidente y el secretario del órgano ejecutivo de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por, a lo menos, cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 14. En todo caso, serán acompañadas por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a inhabilidades. La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato, cuando corresponda, en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.

La declaración de candidatura podrá presentarse en un acto separado por cada candidato.

Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones que se celebren simultáneamente.

Respecto de cada candidato se deberá acompañar la autorización al Director del Servicio Electoral para abrir la cuenta bancaria a que alude el artículo 19 de la ley Nº19.884.”.
a) De conformidad con una indicación de las diputadas señoras Hernando, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), aprobada por unanimidad y con el alcance que se verá más adelante, se agrega en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “La presentación de las referidas declaraciones podrá realizarse en forma electrónica, vía internet, para lo cual el Servicio Electoral establecerá el sistema a aplicar.”.  

b)  Por otra parte, y de acuerdo a una indicación del Ejecutivo,  aprobada también por asentimiento unánime, se reemplaza en el inciso segundo la frase “La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato, cuando corresponda, en los términos que disponga el Servicio Electoral”, por la frase “La declaración jurada deberá ser acompañada por los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para ser candidato, salvo que se trate de documentos que emanen y se encuentren en poder de cualquier órgano de la Administración del Estado, en los términos señalados en el artículo 17 letra d) de la ley N°19.880”.

c)  Según una indicación del Ejecutivo, aprobada asimismo por unanimidad, se agrega el siguiente inciso sexto en el artículo en mención. 

“El Servicio Electoral verificará el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para ser candidato, en los términos señalados en el inciso segundo, para lo cual podrá requerir la información que corresponda, que emane y se encuentre en poder de cualquier órgano de la Administración del Estado.”.
Participaron en la votación de las tres indicaciones aludidas las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, opinó favorablemente sobre la indicación parlamentaria que permite la declaración de candidaturas vía electrónica, porque constituye una señal hacia la digitalización del proceso; pero sugirió eliminar la expresión “vía internet”, pensando en aquellas localidades que puedan presentar dificultades de conexión. La propuesta fue acogida por unanimidad, suprimiéndose por ende la referida expresión.
La diputada señora Parra, una de las autoras de dicha indicación, sostuvo que si el Estado está trabajando para modernizar sus sistemas, es importante abrir este espacio en el ámbito electoral, resaltando  que la declaración electrónica es meramente facultativa. 

En cuanto a las indicaciones del Ejecutivo individualizadas con las letras b) y c), el señor Pavez expresó que se orientan hacia el proceso de transformación digital del Estado y a la interoperabilidad, esto es, que los ciudadanos no tengan que acompañar a sus solicitudes los documentos que ya obran en poder de diferentes organismos del Estado. Es por eso que se encomienda al SERVEL, en términos mandatorios, verificar que los candidatos reúnen los requisitos para postular al cargo correspondiente. Si no se verifican los requisitos, la candidatura pertinente no va a poder materializarse, porque no se puede adulterar la información que mantiene el Estado. Ello es sin perjuicio de cursar una multa al infractor de la ley. En síntesis, se trata de facilitar el trámite de declaración de candidaturas. 

Sobre el mismo tópico, la diputada señora Hernando comentó que cabe esperar que la interoperabilidad mejore a futuro, porque hasta ahora no ha dado buenos resultados, ya que no todos los datos que posee el Estado se “cruzan”. De hecho, han ocurrido casos en que personas que no cumplen con el requisito de residir en un determinado lugar con a lo menos dos años de antelación a la respectiva candidatura (por haber estado becados en el extranjero, por ejemplo), presentan un certificado de residencia falseando la información. Al respecto, consultó cuál es la sanción cuando se descubre un fraude en tal sentido, y la candidatura ya está inscrita, o incluso el candidato ya fue electo.  

El señor Pavez, de MINSEGPRES, aseguró que al otorgarse al SERVEL la atribución de verificar el cumplimiento de los requisitos, tal hipótesis no se va a dar. Insistió en que la sanción de nulidad no es la que corresponde aplicar jurídicamente, ya que la sanción en estos casos es derechamente tener por no inscrita la candidatura, además de multa por la infracción (Artículo 19 letra a) y 155 de la ley N°18.700). Agregó que actualmente, como solo basta la declaración del candidato, pueden darse casos en que no se cumplan los requisitos y, aun así, prosperen esas candidaturas, más aún si no son impugnadas. Sin embargo, con la modificación ya aprobada, ello no ocurrirá. 

La diputada señora Joanna Pérez (Presidenta) apoyó la argumentación del Ejecutivo, sosteniendo que, precisamente, en virtud del principio de interoperabilidad y de las indicaciones aprobadas, SERVEL deberá hacer el cruce de datos correspondiente. 

                            N°1
Modifica el inciso primero del artículo 11, que declara que en el caso de candidaturas independientes la determinación del número mínimo de patrocinantes la hará el Director del SERVEL mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial con la anticipación que especifica.
La modificación consiste en sustituir la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico de ese Servicio”.
La Comisión aprobó por unanimidad esta enmienda. Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales y Trisotti.

Por otra parte, la Comisión aprobó, también por unanimidad, una indicación del Ejecutivo que intercala en el artículo 11 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:  

“Sin perjuicio de la regulación específica sobre patrocinio de candidaturas independientes, éste podrá, además, realizarse a través de una plataforma electrónica dispuesta por el Servicio Electoral, a la que se accederá previa autentificación de identidad. En este caso, se entenderá suscrito el patrocinio de la respectiva candidatura, a través de medios electrónicos. Por medio de esta plataforma, el Servicio Electoral generará la nómina de patrocinantes en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 14, en tiempo y forma, para efectos de la declaración de candidaturas. Esta plataforma deberá cumplir con los estándares de seguridad necesarios para asegurar su adecuado funcionamiento.”.
Participaron en esta última votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que la indicación del Ejecutivo al artículo 11 se relaciona con la modificación al artículo 3 de la misma ley, que permite la declaración de candidaturas mediante una plataforma electrónica; recalcando que, como la ley N°18.700 es de común aplicación, estas reformas se hacen extensivas a los procesos eleccionarios regulados en la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; y en la ley N°19.175, sobre Gobierno y Administración Regional.  

N°2

Modifica el inciso final del artículo 19 de la ley en referencia, que en síntesis establece que el Consejo del SERVEL, dentro del plazo que se indica, dictará una nueva resolución aceptando o rechazando las declaraciones nuevas, y rechazando o aceptando, según proceda, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a diputados o a senadores, según corresponda, la que deberá ser publicada en el Diario Oficial dentro de tercero día.

La enmienda propuesta tiene el mismo alcance que la consignada en el numeral 1.

La Comisión aprobó por unanimidad este numeral. Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.


N°3

Este, por su parte, modifica el inciso primero del artículo 28, que en lo medular prescribe que el SERVEL, por resolución cuya parte decisoria hará publicara en extracto en el Diario Oficial, determinará las características de la impresión de los datos que contendrán las cédulas.

La enmienda tiene análogo alcance a las precedentes.

La Comisión aprobó el referido numeral por la misma votación que el precedente (10).


N°4   
El numeral precitado modifica en los siguientes aspectos el artículo 30:
a) Reemplaza el inciso primero, cuyo texto en vigor dice, en síntesis, que el SERVEL hará publicar en diarios de circulación en cada circunscripción senatorial o distrito, en su caso, los facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará; y agrega cuándo se realizará dicha publicación.
El texto sustitutivo es el siguiente: 
“Artículo 30.- El Servicio Electoral publicará, en su sitio electrónico, los facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará. Igualmente, se publicarán las características materiales con que se han confeccionado las plantillas a que se refiere el artículo anterior, indicando con precisión su espesor, la dimensión de las ranuras y los demás datos que permitan conocerlas. La publicación a que se refiere este artículo se realizará el quinto día anterior a la fecha en que se realice el acto eleccionario o plebiscitario.”.
La Comisión rechazó por simple mayoría la modificación propuesta por la letra a) del numeral 4). Votaron a favor la diputada señora Parra y el diputado señor Longton; mientras que lo hicieron en contra las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Molina, Morales y Trisotti.

b) La segunda modificación al artículo 30 se traduce en incorporar el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser  tercero: 

“Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos con los facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.”. 
La Comisión aprobó por asentimiento unánime  esta última modificación, con los votos de las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales y Trisotti.

N°5

Este numeral modifica el inciso primero del artículo 87 de la ley, que en resumen prescribe que existirán los colegios escrutadores que determine el Consejo del SERVEL por resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial con la anticipación que indica.

La enmienda, al igual que en varios otros artículos de la ley, consiste en sustituir la expresión “el Diario Oficial” por “su sitio electrónico”.
La Comisión aprobó por asentimiento unánime el referido numeral. Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.

                            N°5 bis

Este numeral corresponde a una indicación del Ejecutivo, que modifica el inciso primero del artículo 207 de la ley precitada, que dice textualmente: 

“Artículo 207.- Los locales en los cuales se deberán constituir la o las mesas receptoras de sufragios en el extranjero serán definidos con noventa días de anterioridad al de la elección o plebiscito, por resolución fundada del Servicio Electoral, previo informe de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

La enmienda, aprobada por asentimiento unánime, consiste en sustituir la palabra “noventa” por “sesenta”.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que la idea de esta indicación del Ejecutivo es homologar el plazo para la definición de los locales de votación en el extranjero, al mismo plazo que existe para dicha definición tratándose de los locales de votación nacionales, algo que ha sido solicitado por el SERVEL. 

Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.


N°6

Modifica el artículo 219 de la ley, que señala en su texto vigente que en la resolución contemplada en el artículo 87 -que se modifica en el numeral 5- el SERVEL dispondrá el número de colegios escrutadores especiales que existirán; resolución que se publicará en el Diario Oficial.  

La enmienda tiene el mismo alcance que la consignada a propósito del artículo 87, y fue aprobada por asentimiento unánime. Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.






   Artículo 4

Este introduce varias modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional:


N°1

Modifica el inciso quinto del artículo 29 de la ley en comento que, en síntesis, establece que el Director del SERVEL, mediante resolución, determinará a lo menos siete meses antes dela elección respectiva el número total de consejeros regionales a elegir en cada región; resolución que se publicará en el Diario oficial en la época que especifica el precepto.

La enmienda propuesta a este artículo tiene el mismo alcance que aquellas introducidas en otras normas del proyecto en informe. 

La Comisión aprobó por unanimidad este numeral. Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.


      N°2
El numeral 2, por su parte, modifica en análogo sentido el inciso segundo del artículo 89 de la ley, que se refiere a la determinación del número mínimo de patrocinantes de candidaturas independientes a gobernador regional o consejero regional, que deberá realizar el Director del SERVEL mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial con la antelación que especifica la norma. 

El numeral en referencia fue aprobado por la misma votación que el anterior (10).


N°3

Este modifica en el mismo sentido que los numerales previos el inciso primero del artículo 92, que establece que el Director del SERVEL deberá, mediante resolución que se publicará en un diario de los de mayor circulación en la región respectiva, aceptar o rechazar las candidaturas que hubieren sido declaradas.
La Comisión aprobó por unanimidad la enmienda en cuestión (10).
                           Artículo 4 bis 

Corresponde a una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que modifica la ley N°20.900, para el fortalecimiento y transparencia de la democracia. La enmienda incide en el inciso sexto de su artículo segundo transitorio, que dice lo siguiente:

“Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley Nº18.603.”.
Al respecto, la indicación agrega después del punto final de la norma transcrita, que ha pasado a ser seguido, la siguiente oración:

“Sin perjuicio de lo anterior, quienes se mantengan suspendidos en sus derechos de afiliado a un determinado partido, por no haberse reinscrito en aquel que correspondiere durante el plazo indicado en el inciso primero, serán eliminados del Registro de Afiliados y se considerarán como independientes para todos los efectos legales.”.
Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Morales, Saldívar y Trisotti.

Artículo 4 ter
Este modifica en varios aspectos el decreto con fuerza de ley N°4, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos, según pasa a examinarse:
N°1

Corresponde a las siguientes indicaciones: 

1) Del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que elimina en el inciso segundo del artículo 6 el vocablo “o” que precede a la frase “ante el funcionario habilitado”; e intercala entre la expresión “Servicio Electoral,” y la palabra “quienes” la siguiente frase: “o a través de medios electrónicos, que serán establecidos por el referido Servicio,”.

2) De la diputada señora Luck y de los diputados  señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, que modifica el artículo 6 de la citada ley, que regula la afiliación a los partidos políticos en formación. Al respecto, se propone agregar a continuación del inciso tercero el siguiente inciso:  

“En la primera actuación del procedimiento administrativo de que se trate, los partidos políticos podrán señalar una forma de notificación expedita y eficaz, preferentemente indicando una casilla de correo electrónico, para tales efectos. Se entenderá que este derecho subsiste, en cualquier etapa del procedimiento. Lo señalado precedentemente, se aplicará tanto en los partidos en formación como aquéllos legalmente constituidos.”.

3) Por otra parte, de conformidad con una indicación del Ejecutivo, se modifica el inciso cuarto del aludido artículo 6, que en síntesis estipula las menciones que ha de contener la declaración de afiliación al partido en formación. La indicación agrega al final de dicho inciso el siguiente texto: “El Servicio Electoral deberá rechazar aquellas declaraciones que no cumplan con los requisitos dispuestos en este inciso, respecto de las eventuales afiliaciones o participación en procesos de formación de partidos políticos, conforme a la información que conste en sus propias bases de datos y aquella obtenida en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 3 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.
Sobre la primera indicación del Ejecutivo, el señor Pavez  explicó que el sentido de la misma es permitir la existencia de un mecanismo electrónico para la afiliación a un partido en formación, que vendría a sumarse a las alternativas que ya existen en la ley (notario, oficial del Registro Civil y funcionario del Servicio Electoral). Añadió que se trata de un mecanismo que el SERVEL ya está implementando, pero siempre es bueno generar la habilitación legal para ello. Finalmente, enfatizó que esta modificación es muy útil en el contexto de la pandemia, y además muy acorde con la política de digitalización y modernización del Estado. 

El señor Santamaría, del SERVEL, apoyó la indicación, la que además es coherente con el inciso tercero del artículo 6, que dispone que “Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma”. 

Complementando lo anterior, el subdirector de Partidos Políticos del SERVEL, señor Roberto Salim-Hanna, señaló que hace un tiempo el organismo puso a disposición una plataforma para afiliaciones on-line para partidos en formación y en extensión, a través de clave única, por lo que apoyó la modificación legal que se propone. 

El diputado señor Trisotti, refiriéndose a la segunda indicación, de la cual es coautor, explicó que ella apunta a modernizar el sistema de notificación en las distintas actuaciones que contempla la LOC de Partidos Políticos, en sintonía con el resto del proyecto. En todo caso, la modalidad electrónica que se propone es opcional para los partidos.

El señor Pavez, del MINSEGPRES, dijo que el Ejecutivo comparte el espíritu de esa indicación. Agregó que, en cuanto a la segunda indicación, es decir, la  presentada por el gobierno, está relacionada con el principio de interoperabilidad de los órganos estatales, y lo que se establece es la sanción por no cumplir las declaraciones de afiliación a un partido político con los requisitos legales (rechazo de la declaración).    
La indicación 1) fue aprobada por unanimidad, con los votos de las diputadas señoras Hernando, Luck y Joanna Pérez; y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Saldívar y Trisotti.
Las indicaciones 2) y 3) fueron aprobadas por unanimidad, con los votos de las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y de los diputados señores Berger,  Longton, Saldívar y Trisotti.

N°2

Este numeral, que obedece a una indicación del Ejecutivo,  modifica el artículo 22 de la ley precitada, que en su inciso primero contempla la obligación del SERVEL de mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político; y agrega que “Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el registro electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.”.
a) Al respecto, se proponen las siguientes enmiendas:
i) Reemplazar la frase “de forma legal y las que,” por “de forma legal, las que,”.
ii)
 Intercalar entre la palabra “adherentes” y el punto final la frase “y cuando así lo disponga la ley”.

b) Por otra parte, en el inciso segundo del artículo 22, se amplía de los tres a los cinco primeros días hábiles de cada mes el plazo de que disponen los partidos políticos para comunicar al SERVEL las nuevas afiliaciones, desafiliaciones y demás actos que especifica.

La indicación en comento fue aprobada por unanimidad, con los votos de las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y de los diputados señores Berger,  Longton, Saldívar y Trisotti.
 N°3

El numeral 3 tiene su origen en una indicación del Ejecutivo, que modifica el inciso tercero del artículo 26 de la ley en referencia, que en resumen prescribe que el órgano ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna.
La modificación propuesta tiene por finalidad intercalar entre la frase “elecciones internas.” y el vocablo “Asimismo”, el siguiente texto: “Dicho reglamento deberá ser remitido al Servicio Electoral dentro de los tres meses siguientes a la publicación realizada conforme al inciso primero del artículo 9°. En caso contrario, se aplicará la multa del artículo 60, en su grado mínimo, otorgando el Servicio Electoral un plazo de 10 días hábiles para cumplir con esta obligación, bajo el apercibimiento de incurrir en la sanción del numeral 6) del mismo artículo.”. 
El señor Pavez, del MINSEGPRES, explicó que hoy no existe un plazo para que los partidos políticos en formación hagan llegar al SERVEL el reglamento de elecciones internas. La indicación llena un vacío en la materia, estableciendo una sanción en caso de contravenirse el mandato de la ley. 
La indicación fue aprobada por unanimidad, con los votos de las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y de los diputados señores Berger,  Longton, Saldívar y Trisotti.

                             N°4

El numeral en referencia obedece a dos indicaciones, que modifican el artículo 41 de la ley aludida, que en la parte pertinente (inciso segundo) prescribe que los partidos políticos deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban, debiendo mantener a disposición del público, a través de sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos, desglosado en las categorías que especifica, entre ellas los ingresos procedentes de los aportes de personas naturales (letra c).

a) La primera indicación, del Ejecutivo, aprobada por unanimidad (10), reemplaza la frase “separada de los fondos públicos y de los aportes” por la expresión “, identificando los fondos públicos y los aportes”.
b)   La segunda indicación, de la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, aprobada también por asentimiento unánime (10), agrega en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Se deberán identificar todas las donaciones y asignaciones testamentarias que se hagan a su favor.”.
Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Longton, Molina, Saldívar y Trisotti.

Con relación a este numeral, que modifica el artículo 41 de la ley N°18.603, se produjo el siguiente debate: 

La diputada Hernando formuló dudas respecto a la mención de “contabilidad separada”.
El señor Pavez explicó que la indicación del Ejecutivo tiene por objeto distinguir, dentro de la contabilidad de los partidos, entre fondos públicos y aquellos de carácter privado. 
El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santamaría Mutis, complementó lo anterior señalando que lo que se pretenda es mejorar la redacción, pues se deben identificar los fondos públicos y los privados.
La diputada Hernando estimó que se debería afinar mejor la redacción, pues resulta confusa, dando a entender que existirían dos contabilidades.
El señor Santamaría concordó en tal observación, siendo posible cambiar algunos términos.
El señor Pavez explicó que lo relevante es poder identificar los fondos públicos y privados, eliminando la referencia a “contabilidad separada”.
La diputada Pérez, doña Joanna (Presidenta), consultó si esto ya está cubierto con la obligación de informar periódicamente sobre los fondos.
El señor Pavez recordó que, sin llevar contabilidad separada, se busca identificar los tipos de fondos, siendo justamente ese el objetivo de la indicación.
El Director Nacional del SERVEL, señor Raúl García Aspillaga, destacó que la contabilidad se refiere esencialmente a la determinación del nivel patrimonial de una entidad, incluyendo los movimientos y transacciones que haya realizado dentro de un periodo determinado. En consecuencia, toda entidad tiene un solo patrimonio y, por ende, una sola contabilidad, sin perjuicio de lo cual es posible que, dentro de esta, existan cuentas diferentes, siendo este el sentido en que debe entenderse la indicación, no observando mayor complejidad en su aprobación. 
La diputada Hernando consideró que lo mejor sería tener una sola contabilidad, aunque incluyendo distinciones dentro de la misma, lo que debería establecerse claramente en la norma.
El señor Pavez estimó que, de aprobarse la indicación, el efecto será justamente eliminar la referencia a contabilidad separada, pues lo que se requiere es una sola, pero dentro de la cual se identifiquen los fondos públicos y privados, desglosados pertinentemente.
El Secretario Abogado Consejo Directivo del SERVEL, señor Álvaro Castañón Cuevas, explicó que la Subdirección de Partidos Políticos del SERVEL establece un formato de balance, de modo que no tendría mayor sentido llevar contabilidades separadas, pues lo relevante es conocer si los fondos son públicos o no, siendo este el sentido de la indicación, facilitando con esto la contabilidad de los partidos.
En cuanto a la indicación parlamentaria, que incide en la letra c) del inciso segundo del artículo 41, el diputado señor Longton, uno de sus autores, argumentó que muchas veces los partidos políticos son objeto de donaciones o asignaciones testamentarias, lo que debiese identificarse explícitamente. La idea es contar con un detalle de los aportes que reciben los partidos. 

Complementando lo anterior, el diputado señor Trisotti dijo que la indicación es coherente con otros cuerpos normativos, como por ejemplo la ley de partidos políticos en su artículo 36, y la nueva normativa que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos. Además, para su elaboración se consideró la instrucción general N°12, del Consejo para la Transparencia, sobre transparencia activa de los partidos políticos, cuyo objetivo final es precisamente fortalecer el acceso a la información. 

                            ***********

Es pertinente dejar constancia de una indicación parlamentaria de la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, que proponía modificar el inciso segundo del artículo 50 de la ley en mención, en términos de rebajar la sanción, consistente en una multa a beneficio fiscal, que ahí se contempla en contra de los partidos políticos que infrinjan la Ley de Transparencia, N°20.285. Al respecto, la indicación proponía rebajar la actual multa, que va de 500 a 2.000 UTM, a un rango que oscila entre las 100 y las 500 UTM. Pese a haber sido rechazada la indicación, como consta en el capítulo correspondiente de este informe, el terma suscitó bastante debate, cuya síntesis es la siguiente.

El diputado Trisotti señaló que tal indicación busca establecer montos más proporcionales, en el contexto general de sanciones de este tipo. Además, estas últimas no guardan relación con los montos de dinero que reciben los partidos por concepto de aportes al financiamiento de sus actividades. 

El señor Pavez expresó el respaldo del Ejecutivo a tal indicación, pues se trata de una norma general aplicable a los partidos políticos, con montos actuales bastante considerables, de modo que el cambio tornaría la multa más proporcional a la falta, sin por ello bajar el estándar exigible.
El señor Santamaría no observó mayores inconvenientes en la propuesta, entendiendo que ello es resorte de la iniciativa parlamentaria.
La diputada Cicardini preguntó por la frecuencia de estas situaciones, según datos estadísticos.
El señor Santamaría manifestó no conocer el dato específico, pero ofreció enviar la información una vez recabada.
El señor Castañón señaló que, al 16 de noviembre de 2018, el cumplimiento era de aproximadamente un 76%, mientras que en la actualidad el cumplimiento es cercano al 100%, dando cuenta de la evolución en la materia.
El señor García apoyó lo anterior, observando un aumento sucesivo en los cumplimientos de los partidos políticos, lo que demuestra un aprendizaje exitoso en el tiempo. Por tanto, el nivel actual de multas resulta demasiado alto, siendo recomendable ajustar los montos.
El diputado Longton consideró que efectivamente los montos serían excesivos, pues la denegación de información puede deberse incluso a razones de buena fe.
                       **********

N°5
Este corresponde a una indicación de la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, aprobada por simple mayoría, que modifica el numeral 2 del artículo 56 de la ley en comento, que, a propósito de las causales de disolución de los partidos políticos, se refiere a la de no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.

La enmienda consiste en agregar al final del numeral 2, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará el escrutinio al Servicio Electoral, quien determinará el cumplimiento del mínimo exigido. El escrutinio señalado tendrá el carácter de declarativo”.   
Votaron a favor de la indicación las diputadas señoras Hernando y Joanna Pérez, y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti; en contra lo hizo la diputada señora Parra y se abstuvo el diputado señor Saldívar.

Sobre el alcance de la indicación aludida, el diputado señor Trisotti, coautor de la misma, sostuvo que apunta a la transparencia, de modo de impedir a los partidos políticos fusionarse  cuando, luego de una elección, no han alcanzado el porcentaje mínimo de votos que exige la ley para subsistir. 
A su vez, el señor Pavez, del MINSEGPRES, opinó que la indicación apunta en la dirección correcta, pues impide a los partidos que no han obtenido el “piso” de votos en una elección, procurar la fusión con otros dentro de un cierto período. Agregó que no hay que olvidar que se provee de financiamiento público a los partidos, lo que unido a los principios de probidad y transparencia que deben presidir su actuar, permite sostener que es legítimo exigirles que sean instituciones sólidas y solventes. 

 Respondiendo a una consulta de la diputada señora Hernando, el diputado señor Trisotti precisó que al darle el carácter de “declarativo” al escrutinio del TRICEL se está significando que es vinculante, justamente para evitar la fusión de colectividades en la situación consignada. 
La diputada señora Parra opinó que no ve inconveniente en que los partidos que no logran el 5% exigido por la ley puedan fusionarse.

El diputado señor Molina respaldó la indicación, argumentando que pone fin a un subterfugio y fortalece la responsabilidad y la transparencia. 

N°6
Este numeral, que obedece a una indicación de la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, aprobada por simple mayoría, modifica el inciso segundo del artículo 57 de la ley en comento, que dice así: 
“En el caso del número 2 del artículo anterior, la cancelación se efectuará noventa días corridos después de comunicada al Director la sentencia de proclamación del Tribunal Calificador de Elecciones y el escrutinio general que éste haya realizado. Dentro de este plazo los partidos políticos podrán fusionarse, debiendo comunicar esta circunstancia al Director del Servicio Electoral.”.
La modificación propuesta elimina la oración: “Dentro de este plazo los partidos políticos podrán fusionarse, debiendo comunicar esta circunstancia al Director del Servicio Electoral.”.
Votaron a favor la diputada señora Joanna Pérez y los diputados señores Berger, Molina y Trisotti; mientras que se abstuvieron las diputadas señoras Hernando y Parra, y el diputado señor Saldívar.
El señor Pavez, del MINSEGPRES, dijo que esta norma está estrechamente vinculada con la modificación del artículo 56 de la LOC de Partidos Políticos. En efecto, esta última es un efecto de la reforma del artículo 57, que es la más importante;  punto de vista que compartió el diputado señor Trisotti.   

N°7

Corresponde a una indicación de la diputada señora Luck y del diputado señor Longton, aprobada por simple mayoría (con el alcance que se verá más adelante), que agrega el siguiente artículo transitorio en la ley en mención:

“Artículo transitorio.- Para el caso de los partidos políticos que no hayan podido dar cumplimiento parcial o total, dentro del plazo legal, a la ejecución del gasto del diez por ciento del aporte público,  destinado al fomento de la participación política de la mujer consagrada en el artículo 40 de la Ley N° 18.603 Orgánica Constitucional de los partidos políticos, por motivos derivados en una declaración de estado de excepción constitucional en una o más regiones del país o emergencia sanitaria, en su caso, dicho plazo se entenderá prorrogado para el año siguiente por el tiempo que hayan permanecido dicha declaratoria.  En el evento que las circunstancias mencionadas subsistan más allá de un año calendario, el plazo se entenderá también prorrogado hasta el término de la situación de excepción.  Los montos a rendir como gastos de fomento de la participación política de la mujer, se acumularán para la revisión en el tiempo que corresponda hacerlo según lo expresado anteriormente. En todo caso, para los mencionados periodos de excepción, no se aplicarán los descuentos señalados en la citada disposición, tampoco las multas por imputaciones justificadamente erróneas, en tanto no se realice la revisión correspondiente por parte del Servicio Electoral.”. 
Votaron a favor de la indicación la diputada señora Luck y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti; mientras que votaron en contra las diputadas señoras Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), y el diputado señor Saldívar.
Esta norma dio lugar al siguiente debate.

El diputado señor Longton, coautor de la indicación, explicó que ella propone que no se cursen las sanciones durante el año 2020 a quienes no cumplan con la ejecución del 10% de aporte público destinado al fomento de la participación política de la mujer, entendiendo que muchos se verán imposibilitados de hacerlo en su totalidad. Y los que sí ejecuten la totalidad del aporte, de igual manera pueden verse afectados por alguna objeción respecto del destino de los recursos. Por ello, se establece que las sanciones se prorroguen hasta el término del estado de excepción constitucional. Asimismo, hizo presente que la idea es que el próximo año se pueda hacer por parte del SERVEL una sola contabilidad o examen de este gasto, considerando el aporte 2021 conjuntamente con el saldo del 2020 que reste por ejecutar. 

Acotó que lo que se busca es que la ejecución de este gasto sea eficiente, y que no se fuerce a los partidos, en las actuales condiciones de pandemia, a ejecutarlo de cualquier manera, solo para no incumplir el mandato legal. 

El señor García, director nacional del SERVEL, planteó su preocupación en relación con la factibilidad del gasto del 10% del aporte destinado al fomento de la participación de la mujer en política. Dijo entender que lo que plantea la indicación es que, estando decretado un estado de excepción constitucional, el partido político queda eximido en el año respectivo de efectuar el gasto del 10%, pudiendo realizarlo el año siguiente. Si el 2021 continúa el estado de excepción, el 10% correspondiente a ese año se prorrogará para el 2022. Esto podría implicar que el año 2022 el partido político deba ejecutar un 30% por este concepto. En ese escenario, que a su juicio no es tan utópico, se preguntó si será factible que el partido político pueda ejecutar tal cantidad de recursos en un año calendario. A su juicio, ello es prácticamente imposible, por lo que, llegado el momento, se tendrá que analizar una nueva solución para este problema. 

El diputado señor Longton discrepó de la visión del director del SERVEL y sostuvo que, de acuerdo a lo que la indicación propone, la prórroga para el año siguiente se extiende solo por el tiempo que dure el estado de excepción constitucional, y no por todo el año calendario. Es decir, si el estado de excepción termina en enero o en febrero del 2021, los partidos tienen todo el margen del año para efectuar el gasto del 10% y, en este caso, el plazo no se entiende prorrogado para el año siguiente (2022). 

En otro orden de ideas, hizo ver que la primera parte de la indicación hace referencia a un cumplimiento parcial o total, en el entendido que la mayoría de los partidos políticos, a la fecha, ya ha utilizado gran parte de ese 10%. Por lo tanto, solo se entiende prorrogado para el 2021 el saldo que quede por ejecutar. 

La diputada señora Joanna Pérez (presidenta) manifestó su preocupación por la interpretación que podría darse a esta norma, “incitando” a los partidos a no hacer mayor esfuerzo para ejecutar el aporte del 10% para fomento de la participación política de la mujer.

En la misma línea, la diputada señora Parra manifestó que esta indicación no favorecerá a las mujeres. Argumentó que ella aduce que, producto de la pandemia, no se ha podido ejecutar el aporte del 10% destinado al fomento de su participación en política. Pero en esa lógica debiese colegirse que cualquier otro traspaso de recursos a los partidos políticos no se ha podido ejecutar debidamente. Coincidiendo con la presidenta, aseveró que lo que ocurrirá es que, precisamente, los partidos que no han querido gastar estos fondos, menos lo harán si legalmente se ven excusados. Por tanto, adelantó su rechazo a la indicación. 

El diputado señor Longton insistió en que la indicación no plantea una prórroga respecto de todo el año 2021 para el año 2022, sino solo por los meses de ese año que dure el estado de excepción constitucional. Es decir, si el estado de excepción termina en enero, el partido tiene los 11 meses restantes para cumplir con el aporte del 10% correspondiente al año 2021, más el porcentaje o saldo no utilizado del año 2020, el que evidentemente será menor, pues ya estamos en noviembre, y a esta altura del año la mayoría de los partidos ya ha utilizado en gran medida estos recursos. 

Hizo hincapié en que la indicación busca una utilización eficiente de estos recursos y que estos no sean gastados de manera apresurada para el solo efecto de cumplir con la ley y evitar la aplicación de sanciones. 

El subdirector de Partidos Políticos del SERVEL, señor Roberto Salim-Hanna, compartió la preocupación expresada por el director nacional del organismo, pues desde que se implementó este aporte los partidos han tenido dificultades para ejecutar el gasto del 10%. Por tanto, pudiera pensarse que una acumulación del gasto en un tiempo muy prolongado hará aún más complejo su cumplimiento, si el estado de excepción constitucional se extiende de manera excesiva. 

En otro orden de ideas, señaló que el SERVEL, a través de su Consejo Directivo, autorizó prorrogar la ejecución del gasto o, dicho de otro modo, la realización de actividades, hasta mediados de febrero de 2021, debiendo el gasto ser devengado en el correspondiente año calendario (2020), misma fórmula que se puso a disposición de los partidos políticos para los años 2019-2020 a propósito del estallido social. 

Finalmente, consultó a los autores de la indicación el alcance de la última frase de la misma (“En todo caso, para los mencionados periodos de excepción, no se aplicarán los descuentos señalados en la citada disposición, tampoco las multas por imputaciones justificadamente erróneas, en tanto no se realice la revisión correspondiente por parte del Servicio Electoral.”), particularmente respecto de la frase “multas por imputaciones justificadamente erróneas”, la que a su juicio es un tanto críptica. 

El diputado señor Longton admitió que la expresión “justificadamente erróneas” puede ser contradictoria. Sin embargo, recalcó que el espíritu de la indicación es que las sanciones a que pudiere dar lugar un gasto incorrecto por destinar los fondos a otros fines, o bien, a los que la ley permite, pero de manera errónea, no se cursen durante el año 2020, sino que ellas se posterguen para el año 2021. Con todo, se manifestó llano a perfeccionar la redacción de la parte final de la indicación, si la voluntad de la Comisión fuese aprobarla. 

El señor García, del SERVEL, consideró oportuno repasar la mecánica del aporte que la ley establece para el fomento a la participación de la mujer en política, recalcando que el artículo 40 de la ley de partidos políticos dispone que el Estado “efectuará aportes trimestrales a los partidos políticos”. Es importante tener esto a la vista, pues en rigor los partidos no tienen un año calendario completo (12 meses) para efectuar el gasto del 10%, considerando que el primer aporte se realiza en marzo-abril de cada año, sino que tienen alrededor de 9 meses. Por otra parte, si el partido va gastando con cargo a los desembolsos trimestrales que hace el SERVEL, el período sería incluso menor a 9 meses, pues en el último trimestre contará con apenas algunos días para ejecutar el gasto. En atención a esta mecánica en la forma de ejecutar el gasto, si se quiere dar una solución a las dificultades que, producto de la situación pandémica, han enfrentado los partidos para llevar a cabo todas las actividades que debieron haber realizado durante los aproximadamente 9 meses del año 2020, hay que preguntarse si la solución va por el lado de prorratear el plazo durante el cual duró un estado de excepción, o bien prorratear el porcentaje del 10% que pudo haberse gastado durante el período de excepción constitucional y que no se gastó. A su juicio, esta indicación lo que propone es lo primero, pues hoy se desconoce si los partidos han gastado todo, parte o nada del 10% correspondiente al 2020.

En la lógica recién explicada, sostuvo que si se da una situación de excepción constitucional decretada en enero de 2021 y que dure solo un mes, proponer que ese mes se agregue al término del 2021, para culminar en enero del 2022, contando así el partido con 12 meses para realizar el gasto del 10%, no se condice con el régimen normal que, en la práctica, es inferior a 12 meses. 

La diputada señora Joanna Pérez (Presidenta) destacó que el SERVEL está otorgando facilidades a los partidos políticos, adecuando la normativa y sus requisitos de cumplimiento a las actuales condiciones de pandemia. Por otra parte, se negó a aprobar una legislación que pueda considerarse regresiva en atención a lo que se ha avanzado en materia de fomento a la participación de la mujer en política, pues quedará a discrecionalidad de los propios partidos el prorrogar este gasto para el año siguiente, con el consecuente perjuicio para las mujeres que, con mucho esfuerzo, buscan romper con las brechas de participación femenina en la política. 

La diputada señora Luck discrepó de la visión del director nacional del SERVEL. Acotó que los balances son anuales, y ese es el período que se debe rendir, más allá de que los aportes a los partidos se hagan de manera trimestral. 

Por otra parte, no consideró que se trate de una indicación regresiva, pues su espíritu es gastar de manera más eficiente los recursos, recordando que el porcentaje no gastado en un determinado período es descontado al año siguiente, y eso sí constituye un verdadero castigo para las mujeres. 

Finalmente, aseveró que la mayoría de los partidos políticos ya ha gastado gran parte de estos recursos en el presente año. 

La indicación en comento, según queda consignado, fue aprobada por simple mayoría, pero suprimiendo la oración final que empieza con la expresión “En todo caso …”. 
                      Artículo 4 quater

El artículo en referencia incorpora varias enmiendas en el decreto con fuerza de ley N°3, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.884, Orgánica Constitucional sobre Transparencia, Límite y Control del gasto Electoral. 

N°1

Este numeral corresponde a una indicación de la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, aprobada por unanimidad, que modifica el inciso segundo del artículo 2 de la ley precitada, que establece que solo se considerarán gastos electorales los que se efectúen por los conceptos que enuncia a continuación. 
La modificación se traduce en agregar en el inciso segundo el siguiente literal i):
“i) Pagos por concepto de comisión bancaria devengados con motivo de la operación de cuenta abierta en los términos establecidos en el párrafo 3° del presente título.”.
Participaron en la votación las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra y Pérez (Joanna); y los diputados señores Berger, Molina, Saldívar y Trisotti.    

El diputado señor Trisotti, quien suscribió la indicación, explicó que ella recoge una observación de tipo administrativo formulada por el SERVEL, y se trata de facilitar la labor de dicho organismo en materia de rendiciones de cuentas de gastos electorales. En síntesis, la propuesta contribuye a mejorar y aclarar la definición de gasto electoral, eliminando su taxatividad,  agregando ciertas categorías de gastos electoral no contempladas originalmente en el artículo 2 de la mencionada ley.
N°2

Este numeral obedece a una indicación del Ejecutivo, aprobada por simple mayoría, que incide en el inciso quinto del artículo 29 de la ley en mención, que dice textualmente:

“Toda infracción o falta de cumplimiento a las disposiciones de esta ley que no tenga una pena especial, se sancionará con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.”.
La enmienda consiste en sustituir la expresión “cinco a cincuenta” por “siete a setenta y cinco unidades”.
Votaron a favor las diputadas señoras Hernando, Luck, Parra y Pérez (Joanna), y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti; en tanto que se abstuvieron la diputada señora Pérez (Catalina) y el diputado señor Saldívar.   
El señor Pavez, del MINSEGPRES, expresó que a través de esta indicación del Ejecutivo se incrementa levemente la sanción residual que contempla el artículo 29 por las infracciones o faltas a la ley de gasto electoral que no tienen asignada una pena específica. Acotó, ante una consulta de la diputada señora Hernando, que dicha modificación está estrechamente relacionada con la enmienda que el Ejecutivo propone incorporar al artículo 44 de la misma ley.   

                     N°3     

Este numeral corresponde a una indicación del Ejecutivo, aprobada con el alcance y las votaciones que se señalan más adelante, y que agrega en el artículo 44 de la ley en referencia, a continuación del punto final del inciso segundo, la siguiente frase e inciso final: 

“El incumplimiento de esta obligación se sancionará con las multas que se señalan a continuación:

i) Candidatos presidenciales: multa de 61 a 75 UTM.

ii) Candidatos a Senador y Gobernadores Regionales: multa de 46 a 60 UTM.

iii) Candidatos a Diputados: multa de 31 a 45 UTM.

iv) Candidatos a Alcaldes: multa de 21 a 30 UTM 

v) Candidatos a Consejeros Regionales: multa de 15 a 20 UTM.

vi) Candidatos a Concejales: multa de 7 a 14 UTM.

La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta la gravedad de la infracción según el gasto electoral declarado por el candidato, su reiteración y la cantidad de electores habilitados del territorio electoral correspondiente.”.
La frase que precede a los literales transcritos y estos últimos fueron aprobados por simple mayoría. Votaron a favor las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), y los diputados señores Molina y Trisotti; en contra lo hicieron la diputada señora Parra y el diputado señor Longton; y se abstuvo el diputado señor Berger.
A su vez, el nuevo inciso final fue aprobado por unanimidad (10), excepto la frase intercalada “la gravedad de la infracción según el gasto electoral declarado por el candidato”, que fue votada separadamente, siendo rechazada por el mismo quorum. 

Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti.  

Esta norma suscitó el siguiente debate.

El diputado señor Longton dijo que es cuestionable el fundamento de establecer la gradualidad de sanciones según el tipo de candidatura de que se trate, pues la obligación de rendir gastos rige para todos, independiente del  monto gastado.  

En respuesta a dicha inquietud, el señor Pavez, del MINSEGPRES, manifestó que actualmente la omisión de la presentación de la cuenta de ingresos y gastos no tiene una sanción específica en la ley N°19.884 y, por lo tanto, se aplica una multa residual. La reforma del artículo 44 viene, en consecuencia, a llenar un vacío sobre el tópico. Efectivamente, en la actualidad la ley electoral no distingue, en materia de sanciones por incumplimiento de la normativa electoral, el tipo de elección de que se trate. Así las cosas, una infracción cometida por un candidato a concejal tiene la mima sanción que una infracción cometida por un candidato presidencial, en circunstancias de que los límites de gastos y aportes sí se encuentran graduados. 

El diputado señor Longton reiteró que le parece cuestionable la gradualidad que se propone, pues atiende al cargo, en circunstancia que lo más importante, a su juicio, es la envergadura de la infracción y no si ella es atribuible a un candidato a senador, a consejero regional, a alcalde, etc. Eventualmente, podría producirse la injusticia de sancionar una conducta más grave con una multa inferior, ciñéndose a la escala de gradualidad que estipula la indicación al artículo 44.
La diputada señora Hernando se mostró de acuerdo con la gradualidad que contempla la indicación, agregando que lo medular de la norma es la sanción por el incumplimiento de la obligación de rendir la cuenta de ingresos y gastos. Hay que velar para que al aplicar esta disposición no se incurra en discrecionalidad.   
N°4

Corresponde a una indicación de la diputada señora Luck, aprobada por simple mayoría, que agrega en el inciso primero del artículo 48, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Si el Director del Servicio Electoral no se pronuncia dentro de los plazos establecidos en este artículo, se entenderá que la cuenta de ingresos y gastos electorales se encuentra aprobada.”.  
Votaron a favor las diputadas señoras Cicardini, Hernando y Luck; y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti; en contra lo hizo la diputada señora Joanna Pérez, y se abstuvo el diputado señor Saldívar.

El señor Santamaría, del SERVEL, manifestó su anuencia con la indicación. La misma opinión tuvo el subdirector de Partidos Políticos del organismo. 

La diputada señora Hernando esgrimió que, por aplicación del silencio administrativo, ese es el efecto que debiese producirse siempre, consultando si es necesario explicitar en la ley lo que señala la indicación.

El señor Pavez, del Ejecutivo, apoyó la indicación. Comentó que actualmente, sin perjuicio del plazo que existe, el SERVEL debe emitir una resolución aprobando o rechazando la cuenta del gasto, a partir de la cual se generan algunos efectos, como por ejemplo el desembolso para el gasto público de las campañas, las faltas y multas, etc. Por lo que no resulta obvio que, si la revisión electoral se prolonga más allá del plazo, la cuenta se tenga por aprobada. Añadió que, sin duda, esta indicación implicará un esfuerzo adicional para el SERVEL, pero por razones de certeza jurídica ella debiese ser considerada. 

El diputado señor Longton opinó que, en razón de haber patrimonio fiscal involucrado, operaría en este caso el silencio administrativo a la inversa, esto es, se entendería rechazado el gasto. 

El señor Santamaría, del SERVEL, acotó que efectivamente con esta indicación se estaría recargando el trabajo del organismo. 


Disposiciones transitorias (nuevas)

     Artículo Primero
Corresponde a una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que incorpora el siguiente artículo primero transitorio en el proyecto:

“Artículo primero. - La eliminación del Registro de Afiliados a que alude el artículo quinto, deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.
Participaron en la votación las diputadas señoras Cicardini, Hernando, Luck, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Trisotti.  
                    Artículo segundo

Tiene su origen, asimismo, en una indicación del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, que agrega el siguiente artículo segundo transitorio:
“Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Electoral.”.
Tomaron parte en la votación las diputadas señoras Luck, Parra, Pérez (Catalina), Pérez (Joanna), y los diputados señores Berger, Longton, Molina y Saldívar. 

IV.-  ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS 


Las siguientes indicaciones fueron rechazadas:

1.- De los diputados (a) Berger, Longton, Luck, Molina, Morales y Trisotti (por 5 votos en contra y 6 abstenciones), que proponía intercalar en el artículo 8 de la ley N°18.556 los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual inciso tercero a ser inciso final:

“La publicación del padrón electoral auditado, omitirá la individualización de la calle y el número de domicilio del elector, ya sea que ejerza su derecho a sufragio en territorio nacional o extranjero; en resguardo a la protección de la vida privada y los datos de carácter personal. Con todo, el Servicio Electoral, el Tribunal Calificador de Elecciones, los Tribunales Electorales Regionales; y todo otro órgano de la administración pública, cualquiera sea su naturaleza, podrá solicitar u ordenar la entrega de dichos antecedentes siempre, con expresión de causa, y en virtud de una resolución o decisión administrativa fundada, indicando el destino o la finalidad para la cual se requiere la entrega de dichos datos. Si el requirente fuere una persona natural, deberá solicitarlo al Servicio Electoral por vía formal, a través del sistema de clave única, especificando su individualización de manera íntegra, y cumpliendo con iguales requisitos que los señalados precedentemente.

En este último caso, los solicitantes o requirentes no podrán divulgar tales datos electorales, ni utilizarlos con finalidades distintas a las que motivan su solicitud. En caso de contravención a esta norma, la infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada”.

2)  De la diputada Joanna Pérez, al no registrarse quorum de aprobación (6 votos a favor, 1 en contra y 5 abstenciones), que proponía intercalar en el artículo 2 del proyecto un numeral del siguiente tenor:

                 “Numeral nuevo.- Incorpórase en el artículo 113 el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser tercero: “Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el patrocinio de candidaturas a que se refiere este artículo podrá suscribirse electrónicamente ante el Servicio Electoral, quien deberá habilitar una plataforma que permita cumplir en tiempo y forma con este requisito.”.

3)  De las diputadas señoras Hernando, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), por simple mayoría (2 votos a favor y 6 abstenciones), que proponía agregar en el artículo 61 de la ley N°18.700 el siguiente numeral:   
“17) Un timbre que tenga impresa la frase ´no votó´”.
4)  De las diputadas señoras Hernando, Parra, Pérez (Catalina) y Pérez (Joanna), por simple mayoría (2 votos a favor y 6 abstenciones), que proponía  reemplazar en el inciso final del artículo 74 de la ley N°18.700 la palabra “escribirá” por “estampará”.

5)  De la diputada señora Luck y de los diputados señores Berger, Longton, Molina, Morales y Trisotti, por simple mayoría (2 votos a favor, 2 en contra y 3 abstenciones), que proponía reemplazar en el inciso segundo del artículo 50 de la ley N°18.603  la frase “quinientas a dos mil” por “cien a quinientas.”.

6) Del Ejecutivo, por no alcanzarse el quorum necesario (4 votos a favor y 4 abstenciones), cuya finalidad era incorporar el siguiente artículo en el proyecto:               
“Artículo nuevo.- Intercálase en el artículo 9A de la ley N° 18.993, crea Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, entre las palabras “digitales,” y “datos”, la frase “así como gestionar plataformas electrónicas,”.
V.- INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES
No hay. 
VI.- TEXTO DEL PROYECTO APROBADO
Como consecuencia de lo expuesto, y por las consideraciones que dará a conocer el Diputado Informante, la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización recomienda a la Sala la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.-
Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:

1)
Incorpórase en el artículo 7°, a continuación del punto seguido del primer inciso la siguiente frase: “Dicha carta certificada deberá comunicar al elector la posibilidad de que éste informe al Servicio Electoral su preferencia para recibir notificaciones del Servicio por medios electrónicos, con indicación del mismo.”.

2)
Sustitúyese, en el artículo 23, la oración “mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, a la casilla de correo electrónico informado por el elector que declare su domicilio electoral en el extranjero o, en su caso, al domicilio señalado por éste, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 inciso tercero”, por la siguiente: “mediante medios electrónicos, en el caso que así lo hubiera solicitado el elector expresamente, o en su defecto, por medio de carta certificada enviada al domicilio consignado en el Registro Electoral; o a la casilla de correo electrónico informado por el elector que declare su domicilio electoral en el extranjero, o en su caso, al domicilio señalado por éste, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6.”.  
3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 26 por el siguiente: “El Servicio Electoral deberá notificar al elector que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar. Esta notificación se realizará mediante medios electrónicos en el caso que así lo hubiera solicitado el elector expresamente, o en su defecto, por medio de carta certificada enviada al domicilio consignado en el Registro Electoral. A los electores cuyo nuevo domicilio se encuentre en el extranjero, se les notificará mediante correo electrónico a la casilla que se informe para tales efectos durante el cambio de domicilio o, en su caso, mediante carta certificada enviada al domicilio señalado por éstos.”.

4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 31 la frase “según corresponda” por la siguiente: “y según lo dispuesto en el artículo siguiente, según corresponda.”.
5) Incorpórase el siguiente artículo 31 bis:

“Artículo 31 bis.- Previo a la elaboración del Padrón Electoral al que se refiere el artículo 32, de electores que sufraguen en territorio nacional, el Servicio Electoral deberá confeccionar una nómina especial que singularizará a los electores que no serán considerados inicialmente en él, de conformidad a lo señalado en este artículo. 

Esta nómina contendrá a los electores mayores de 90 años que no contaren con su documento de identidad vigente, por no haber obtenido o renovado su cédula nacional de identidad, cédula de identidad para extranjeros o pasaporte, en los últimos 11 años, de acuerdo a la información que al respecto obtenga el Servicio Electoral desde el Servicio de Registro Civil e Identificación, y que además no hayan votado en las últimas dos elecciones.
El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico la referida nómina especial, ciento cuarenta días antes de la elección o plebiscito, la que estará a disposición del público, y podrá ser consultada por línea telefónica. 

En el mismo plazo, el Servicio Electoral deberá notificar a las personas incluidas en la referida nómina, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, la circunstancia de haberse incluido su nombre en la nómina especial de aquellos electores que no serán considerados inicialmente en el referido Padrón Electoral.

Las personas que figuren en dicha nómina podrán reclamar ante el Servicio Electoral del hecho de haber sido incluidas en ella, en un plazo de diez días corridos desde la publicación de la nómina en el sitio electrónico del Servicio. La reclamación se presentará ante el Director del Servicio Electoral, acompañando los antecedentes en que ésta se funde, presencialmente o por el sitio electrónico del Servicio. El Director deberá resolver las reclamaciones que se interpongan dentro de un plazo de cinco días hábiles contados desde la recepción del reclamo. En caso de acogerse la reclamación, se modificará la nómina eliminando el nombre del reclamante, el que será incorporado en el referido Padrón Electoral, cuando proceda.

De esta forma, para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 32, el Servicio Electoral no considerará a las personas individualizadas en la nómina especial que trata el presente artículo, salvo que se hubiere dado lugar a la reclamación señalada en el inciso precedente, según corresponda. 

A la nómina especial a que se refiere este artículo le será aplicable lo dispuesto en el inciso tercero, cuarto y quinto del artículo 33; en el inciso segundo, tercero y cuarto del artículo 34 y el artículo 35.
El Servicio Electoral deberá velar porque las personas víctimas de desaparición forzada o detenidas desaparecidas, individualizadas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y en el Informe de la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, que figuren como inscritas en el Registro Electoral, figuren en los padrones electorales que se determinen para cada elección o plebiscito con la calidad de "Persona Ausente por Desaparición Forzada.".

 5 bis) Incorpórase en el inciso final del artículo 33, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, la publicación a que se refiere el inciso anterior no contendrá la información relativa al número de rol único nacional, sexo ni domicilio electoral de los electores.”.

5 ter) Incorpórase en el inciso final del artículo 34, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, la publicación a que se refiere el inciso anterior no contendrá la información relativa al número de rol único nacional, sexo ni domicilio electoral de los electores.”.

5 quater) Incorpórase en el artículo 35, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Lo anterior, con el debido resguardo de los datos personales de quienes figuren en ellos, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°19.628, sobre protección a la vida privada.”.
5 quinquies) Reemplázase en el artículo 43 el vocablo “ochenta” por la palabra “cien”.
5 sexies) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 49 la frase “Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el padrón” por la oración: “Para efectos de la notificación, el Tribunal podrá oficiar al Servicio Electoral a fin de que proporcione el domicilio de la persona o personas cuya exclusión se pide. En cualquier caso, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas respecto de las cuales se interpone la reclamación.”.

6)
Reemplázase el inciso tercero del artículo 51 por el siguiente: “La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el sitio electrónico del Servicio Electoral. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran, o en el caso de circunscripciones en el extranjero.”.

6 bis) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 54:
a)  Sustitúyese en su encabezamiento la expresión “una a tres” por “diez a cien”.   
b)  Reemplázase el numeral 4) por el siguiente:   

“4.- El que use para fines diferentes de los electorales o académicos, buscando cualquier otro beneficio o rédito, los datos del Registro Electoral o de los padrones electorales.”.

Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:
1) Reemplázase, en el inciso final del artículo 72, la frase “Diario Oficial” por la siguiente: “sitio electrónico de ese Servicio”.

2) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 112, la frase “Diario Oficial” por la siguiente: “sitio electrónico de ese Servicio”

3) Intercálase en el inciso primero del artículo 115, entre las expresiones “en la región” y  “respectiva”, la siguiente: “o provincia”.
Artículo 3.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:
1), Nuevo.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 3:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “La presentación de las referidas declaraciones podrá realizarse en forma electrónica, para lo cual el Servicio Electoral establecerá el sistema a aplicar.”.  

b)  Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato, cuando corresponda, en los términos que disponga el Servicio Electoral”, por la frase “La declaración jurada deberá ser acompañada por los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para ser candidato, salvo que se trate de documentos que emanen y se encuentren en poder de cualquier órgano de la Administración del Estado, en los términos señalados en el artículo 17 letra d) de la ley N°19.880”.

c)  Incorpórase el siguiente inciso sexto: 

“El Servicio Electoral verificará el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para ser candidato, en los términos señalados en el inciso segundo, para lo cual podrá requerir la información que corresponda, que emane y se encuentre en poder de cualquier órgano de la Administración del Estado.”.
1)  Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 11: 

a)  Reemplázase, en el inciso primero del artículo 11, la frase “Diario Oficial”, por “sitio electrónico de ese Servicio”.

b)  Incorpórase el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser inciso cuarto:         

“Sin perjuicio de la regulación específica sobre patrocinio de candidaturas independientes, éste podrá, además, realizarse a través de una plataforma electrónica dispuesta por el Servicio Electoral, a la que se accederá previa autentificación de identidad. En este caso, se entenderá suscrito el patrocinio de la respectiva candidatura, a través de medios electrónicos. Por medio de esta plataforma, el Servicio Electoral generará la nómina de patrocinantes en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 14, en tiempo y forma, para efectos de la declaración de candidaturas. Esta plataforma deberá cumplir con los estándares de seguridad necesarios para asegurar su adecuado funcionamiento.”.
2) Reemplázase, en el inciso final del artículo 19, la frase “Diario Oficial”, por “sitio electrónico de ese Servicio”.

3) Reemplázase en el inciso primero del artículo 28, la frase “cuya parte decisoria hará publicar en extracto en el Diario Oficial”, por “que publicará en su sitio electrónico”.

4) Incorpórase el siguiente inciso segundo en el artículo 30, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos con los facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.”. 

5) Reemplázase en el inciso primero del artículo 87, la frase “el Diario Oficial”, por “su sitio electrónico”.
5 bis)  Reemplázase en el inciso primero del artículo 207 el vocablo “noventa” por “sesenta”.
6) Reemplázase, en el inciso final del artículo 219, la frase “Diario Oficial”, por “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional:

1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 29, las dos veces que aparece la expresión “Diario Oficial”, por “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

2) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 89, la frase “Diario Oficial”, por “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

3) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 92 la frase “un diario de los de mayor circulación en la región respectiva”, por la siguiente: “el sitio electrónico del Servicio Electoral.”.
Artículo 4 bis.- Incorpórase en el inciso sexto de la disposición segunda transitoria de la ley N°20.900, para el fortalecimiento y transparencia de la democracia, después del punto final, que ha pasado a ser seguido, la siguiente oración:

“Sin perjuicio de lo anterior, quienes se mantengan suspendidos en sus derechos de afiliado a un determinado partido, por no haberse reinscrito en aquel que correspondiere durante el plazo indicado en el inciso primero, serán eliminados del Registro de Afiliados y se considerarán como independientes para todos los efectos legales.”.
Artículo 4 ter.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°4, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:
1) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6: 

a) Elimínase en el inciso segundo el vocablo “o” que precede a la frase “ante el funcionario habilitado”; e intercálase entre la expresión “Servicio Electoral” y la palabra “quienes” la siguiente frase: “o a través de medios electrónicos, que serán establecidos por el referido Servicio,”. 

b) Intercálase el siguiente inciso, a continuación del tercero: 

“En la primera actuación del procedimiento administrativo de que se trate, los partidos políticos podrán señalar una forma de notificación expedita y eficaz, preferentemente indicando una casilla de correo electrónico, para tales efectos. Se entenderá que este derecho subsiste, en cualquier etapa del procedimiento. Lo señalado precedentemente, se aplicará tanto en los partidos en formación como aquéllos legalmente constituidos”.

c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, el siguiente texto

“El Servicio Electoral deberá rechazar aquellas declaraciones que no cumplan con los requisitos dispuestos en este inciso, respecto de las eventuales afiliaciones o participación en procesos de formación de partidos políticos, conforme a la información que conste en sus propias bases de datos y aquella obtenida en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 3 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.

2) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 22: 

a)
Incorpóranse las siguientes enmiendas en el inciso primero:

i)
Reemplázase la frase “de forma legal y las que,” por “de forma legal, las que,”.
ii)
 Intercálase entre la palabra “adherentes” y el punto final la frase “y cuando así lo disponga la ley”.

b) Reemplázase en el inciso segundo el vocablo “tres” por  “cinco”.
3) Intercálase en el inciso tercero del artículo 26, entre las expresiones “elecciones internas.” y “Asimismo”, el siguiente texto: “Dicho reglamento deberá ser remitido al Servicio Electoral dentro de los tres meses siguientes a la publicación realizada conforme al inciso primero del artículo 9°. En caso contrario, se aplicará la multa del artículo 60, en su grado mínimo, otorgando el Servicio Electoral un plazo de 10 días hábiles para cumplir con esta obligación, bajo el apercibimiento de incurrir en la sanción del numeral 6) del mismo artículo.”.
4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 41:    

a)  Reemplázase en el inciso segundo la frase “separada de los fondos públicos y de los aportes” por la expresión “, identificando los fondos públicos y los aportes”.
b) Incorpórase en el literal c) del inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Se deberán identificar todas las donaciones y asignaciones testamentarias que se hagan a su favor.”.
5) Agrégase en el numeral 2 del inciso primero del artículo 56, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará el escrutinio al Servicio Electoral, quien determinará el cumplimiento del mínimo exigido. El escrutinio señalado tendrá el carácter de declarativo.”.   
6)  Suprímese en el inciso segundo del artículo 57 la siguiente oración: “Dentro de este plazo los partidos políticos podrán fusionarse, debiendo comunicar esta circunstancia al Director del Servicio Electoral.”.
7)  Agrégase el siguiente artículo transitorio: 

“Artículo transitorio.- Para el caso de los partidos políticos que no hayan podido dar cumplimiento parcial o total, dentro del plazo legal, a la ejecución del gasto del diez por ciento del aporte público,  destinado al fomento de la participación política de la mujer consagrada en el artículo 40 de la Ley N° 18.603 Orgánica Constitucional de los partidos políticos, por motivos derivados en una declaración de estado de excepción constitucional en una o más regiones del país o emergencia sanitaria, en su caso, dicho plazo se entenderá prorrogado para el año siguiente por el tiempo que hayan permanecido dicha declaratoria.  En el evento que las circunstancias mencionadas subsistan más allá de un año calendario, el plazo se entenderá también prorrogado hasta el término de la situación de excepción.  Los montos a rendir como gastos de fomento de la participación política de la mujer, se acumularán para la revisión en el tiempo que corresponda hacerlo según lo expresado anteriormente.”. 
Artículo 4 quater.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°3, de 2017, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.884, Orgánica Constitucional sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:
1) Incorpórase en el inciso segundo del artículo 2 el siguiente literal i):
“i) Pagos por concepto de comisión bancaria devengados con motivo de la operación de cuenta abierta en los términos establecidos en el párrafo 3° del presente título.”

2)   Reemplázase en el inciso quinto del artículo 29 la expresión “cinco a cincuenta” por la frase “siete a setenta y cinco unidades”.

3)  Incorpóranse en el artículo 44, a continuación del punto final del inciso segundo, la siguiente frase e inciso final: 

“El incumplimiento de esta obligación se sancionará con las multas que se señalan a continuación:

i) Candidatos presidenciales: multa de 61 a 75 UTM.

ii) Candidatos a Senador y Gobernadores Regionales: multa de 46 a 60 UTM.

iii) Candidatos a Diputados: multa de 31 a 45 UTM.

iv) Candidatos a Alcaldes: multa de 21 a 30 UTM 

v) Candidatos a Consejeros Regionales: multa de 15 a 20 UTM.

vi) Candidatos a Concejales: multa de 7 a 14 UTM.

La cuantía de la multa, dentro del rango respectivo, será determinada teniendo en cuenta su reiteración y la cantidad de electores habilitados del territorio electoral correspondiente.”.

4) Agrégase en el inciso primero del artículo 48, luego del punto final, que pasa a ser seguido, el siguiente texto: 

“Si el Director del Servicio Electoral no se pronuncia dentro de los plazos establecidos en este artículo, se entenderá que la cuenta de ingresos y gastos electorales se encuentra aprobada.”.

                  Disposiciones transitorias
Artículo primero. - La eliminación del Registro de Afiliados a que alude el artículo 4 bis, deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.
Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Electoral.”.
**********************

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 16, 23 y 30 de junio; 7 y 14 de julio; 11 y 18 de agosto; 1, 21 y 29 de septiembre; 26 y 27 de octubre; 2, 9 y 16 de noviembre de 2020, con la asistencia de las diputadas señoras Daniella Cicardini, Marcela Hernando, Karin Luck, Andrea Parra, Catalina Pérez y Joanna Pérez (Presidenta); y de los diputados señores Bernardo Berger, Andrés Longton, Andrés Molina, Celso Morales, Raúl Saldívar, Renzo Trisotti y Pedro Velásquez.

Sala de la Comisión, a 18 de noviembre de 2020
JUAN CARLOS HERRERA INFANTE
Abogado Secretario de la Comisión
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